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CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. CUANDO EN AUTOS 
NO CONSTEN LOS ELEMENTOS NECESARIOS PARA EL ANÁLISIS MATERIAL DE LA 
FACULTAD CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XVI, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PROCEDE 
DEVOLVER EL EXPEDIENTE AL JUZGADOR DE ORIGEN PARA QUE LOS RECABE. 
  

 

Si se toma en cuenta que el análisis del ámbito material de la facultad prevista en 
el citado precepto, relativo a la determinación de afectación grave a la sociedad o a 
terceros frente al beneficio económico que obtendría el quejoso con la ejecución 
de una sentencia de amparo, responde a una racionalidad económica, resulta 
evidente que para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda determinar 
si procede o no ordenar el cumplimiento sustituto de la sentencia, es menester 
que cuente con los elementos necesarios para ejercer tal facultad. Por tanto, 
cuando se advierta que en autos no constan elementos suficientes para 
pronunciarse al respecto, procede devolver el expediente al juzgador de origen 
para que, como parte del procedimiento de ejecución de sentencia (y no en vía 
incidental), ordene el desahogo de las diligencias necesarias para determinar tanto 
el valor de los bienes jurídicos relevantes como la cuantificación derivada de la 
posible afectación a terceros, pues sólo con tales elementos este alto tribunal 
podrá determinar la procedencia o no del cumplimiento sustituto de la sentencia 
de amparo. 
    

 

Incidente de inejecución 471/2008. Sandra Hernández Rivera. 8 de octubre 
de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Incidente de inejecución 158/2009. Blanca Estela Mosqueira Paredes y otros. 
1o. de abril de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: María Isabel Castillo Vorrath. 

Inconformidad 140/2010. Lucía Real Sánchez. 26 de mayo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 

Incidente de inejecución 608/2011. Carmen Verónica Castillo Tapia y otros. 8 
de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 

Incidente de inejecución 8/2012. Felipe Araujo Hernández y otros. 8 de 
febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino 
González Santos. 

Tesis de jurisprudencia 6/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de abril de dos mil doce. 
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INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. SI DURANTE SU TRAMITACIÓN ANTE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EL JUZGADO DE ORIGEN ORDENA LA 
APERTURA DE UN INCIDENTE INNOMINADO, PROCEDE DEVOLVER LOS AUTOS 
DEL JUICIO DE GARANTÍAS A ÉSTE. 
  

 

Para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda pronunciarse sobre un 
incidente de inejecución de sentencia en términos del artículo 107, fracción XVI, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario precisar si la 
autoridad responsable contó con los elementos suficientes para cumplir con el 
fallo protector, siendo uno de ellos la determinación inequívoca de los exactos 
extremos en que debe cumplirse dicha ejecutoria, los cuales deben fijarse por el 
propio órgano jurisdiccional con los elementos aportados por las partes en el 
juicio. Así, cuando durante la tramitación del incidente de inejecución de sentencia 
ante la Suprema Corte el juzgado de origen ordena la apertura de un incidente 
innominado, lo procedente es devolver los autos del juicio de garantías a dicho 
juzgado para que lleve a cabo todas las actuaciones necesarias para lograr el 
cumplimiento de la ejecutoria de amparo, y hecho lo anterior, determine si ésta se 
acató o no para que, en su caso, el tribunal constitucional proceda en términos del 
citado precepto constitucional. 
    

 

Incidente de inejecución 483/2008. Alejandro Sánchez Sánchez. 5 de 
noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Gustavo Ruiz Padilla. 

Incidente de inejecución 229/2009. Juan Alfredo Juárez Díaz. 29 de abril de 
2009. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Isabel 
Castillo Vorrath. 

Incidente de inejecución 189/2009. José Juan Palomino González. 1o. de julio 
de 2009. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guadalupe Robles 
Denetro. 

Incidente de inejecución 108/2009. Odilón Fabio Calderón Araujo. 23 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez 
Frías. 

Incidente de inejecución 462/2009. Dora Salazar Arredondo. 30 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: María Isabel Castillo Vorrath. 

Tesis de jurisprudencia 5/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de marzo de dos mil doce. 
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QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE AMPARO. EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE CORREGIR EL ERROR EN QUE INCURRIÓ EL 
PROMOVENTE AL INTERPONER ESE RECURSO CON BASE EN UNA FRACCIÓN QUE 
NO CORRESPONDÍA AL SUPUESTO JURÍDICO IMPUGNADO. 
  

 

El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos garantiza 
la tutela judicial efectiva, que se traduce en el derecho subjetivo público a favor de 
todo gobernado para acudir ante tribunales independientes e imparciales, a fin de 
plantear una pretensión o a defenderse de ella, para que dentro de los plazos 
legales, así como de manera expedita, mediante la previa instauración de un 
proceso en el que se respeten diversas formalidades esenciales, pueda resolverse 
aquélla mediante la emisión de una sentencia y su posterior ejecución, razón por la 
cual los órganos jurisdiccionales deben abstenerse de caer en formalismos o 
rigorismos jurídicos que obstaculicen un real y efectivo acceso a la justicia. Así, la 
figura de la "corrección judicial del error", la cual in genere implica el deber de 
subsanar los errores en que incurrió el inconforme en la invocación de las normas 
jurídicas, a fin de que pueda examinarse la cuestión litigiosa planteada, constituye 
un mecanismo legal que otorga vigencia al citado precepto fundamental. Por 
tanto, si el promovente de un recurso de queja establecido en el artículo 95 de la 
Ley de Amparo, al interponerlo incurre en error por cuanto se refiere a la precisión 
de la fracción en la cual está previsto el supuesto jurídico que pretende combatir, 
el tribunal colegiado de circuito que conozca de aquél, conforme al artículo 79 de 
la Ley de Amparo, deberá enmendar dicho yerro y avocarse a su análisis y 
resolución. Lo anterior, siempre y cuando, conforme a los artículos 97, 98 y 99 de 
la Ley de Amparo, la interposición del recurso se hubiere efectuado dentro del 
plazo y con los requisitos expresamente establecidos para la fracción que prevé la 
hipótesis planteada, suplencia técnica que no implica cambiar un recurso por otro 
distinto, pues únicamente consiste en precisar la fracción correcta en la que 
encuadra la inconformidad respectiva. 
    

 

Contradicción de tesis 132/2011. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 4 de noviembre de 2011. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de 
León Cruz. 

Tesis de jurisprudencia 12/2011 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de noviembre de dos mil once. 
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DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL ARTÍCULO 1o. DEL DIVERSO POR EL QUE 
SE ESTABLECE LA TASA APLICABLE DURANTE 2003, DEL IMPUESTO GENERAL DE 
IMPORTACIÓN, PARA LAS MERCANCÍAS ORIGINARIAS DE AMÉRICA DEL NORTE, 
POR LO QUE RESPECTA A LAS MERCANCÍAS ORIGINARIAS DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMÉRICA, PUBLICADO EL 31 DE DICIEMBRE DE 2002, VIGENTE A 
PARTIR DEL 19 DE AGOSTO DE 2010. NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
  

 

El citado Decreto, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de agosto de 
2010, no viola la garantía de irretroactividad de la ley contenida en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el Capítulo XX 
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte regula la solución de 
controversias entre Estados parte, y su artículo 2019 faculta al que obtuvo 
resolución favorable por el panel arbitral para suspender beneficios que el propio 
Tratado establece; es decir, la suspensión de beneficios es entre Estados y no hacia 
los importadores de cada país, por lo que no puede considerarse que éstos 
tuvieran un derecho adquirido a la no imposición de aranceles, pues dicha medida 
está prevista como una sanción ante el incumplimiento del Estado y, como tal, es 
una excepción prevista a la no imposición de aranceles de manera posterior a la 
celebración del Tratado; esto es, se consideró como excepción a la desgravación 
prevista en el Tratado el establecimiento de nuevos aranceles para el comercio 
trilateral cuando derivara de una suspensión de beneficios contra los Estados 
parte. 
    

 

Amparo en revisión 668/2011. La Madrileña, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
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EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE. EL ARTÍCULO 180 DE LA 
LEY GENERAL RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 28 DE ENERO DE 2011, NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, NO OBSTANTE QUE PARA LA 
SUSTANCIACIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN QUE PREVÉ, REMITA A LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
  

 

El artículo 180 de la ley referida, vigente hasta el 28 de enero de 2011, otorga el 
derecho y legitima a las personas físicas y morales de las comunidades afectadas 
para interponer el recurso de revisión previsto en el Capítulo V, "Recurso de 
Revisión" del Título Sexto, "Medidas de Control y de Seguridad y Sanciones", pero 
en ningún momento tiene como fin establecer un medio de defensa distinto para 
el cual sea necesario prever un procedimiento específico, pues de la exposición de 
motivos que le dio origen, se advierte que la finalidad que se persigue para 
establecer dicho recurso, es ampliar la capacidad jurídica de los ciudadanos para 
utilizar medios jurídicos en defensa del ambiente. Además, el indicado recurso se 
encuentra regulado en los artículos 176 y 179 del mismo ordenamiento; se trata de 
un medio de defensa al alcance de los particulares para impugnar ante la 
Administración Pública -Procuraduría Federal de Protección al Ambiente y/o sus 
unidades administrativas-, los actos y resoluciones por ella dictados, y para su 
interposición y trámite se aplica supletoriamente la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y, en su caso, el Código Federal de Procedimientos Civiles como 
ordenamiento supletorio a esta última. De ahí que el artículo 180 referido, no viola 
la garantía de seguridad jurídica contenida en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no obstante que para la sustanciación 
del recurso de revisión remita a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 
    

 

Amparo directo en revisión 1168/2011. Representaciones Turísticas México, 
S.A. de C.V. 10 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
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EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE. LEGITIMACIÓN ACTIVA DE 
LAS PERSONAS FÍSICAS Y MORALES PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 180 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 
28 DE ENERO DE 2011. 
  

 

De la exposición de motivos que dio origen al artículo 180 de la referida ley, 
vigente hasta el 28 de enero de 2011, se advierte que el legislador reconoce 
legitimación activa para interponer el recurso de revisión a cualquier persona física 
y moral de las comunidades afectadas; dicha afectación debe consistir en un daño 
presente o inminente a los recursos naturales, a la flora o la fauna silvestre, a la 
salud pública o a la calidad de vida. Así, la integración de ese recurso en la ley 
supone un avance en el reconocimiento del interés jurídico de las personas que no 
sean las destinatarias del acto administrativo, pues se trata de la implementación 
de un mecanismo de defensa para la protección de los intereses difusos que 
constituyen una parte componente de la eficacia vertical de un derecho 
fundamental, relativo a la obligación constitucional de la existencia de autoridades 
y mecanismos que garanticen la sustentabilidad del entorno ambiental, lo cual 
conllevaría a la indirecta protección del derecho al medio ambiente adecuado de 
las personas contenido en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y, consecuentemente, a la conservación de los ecosistemas 
como bienes comunes, cuya protección es de orden público. 
    

 

Amparo directo en revisión 1168/2011. Representaciones Turísticas México, 
S.A. de C.V. 10 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)


7 
 

 

 

Tesis1a. 
XIV/2012 
(9a.) 

Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta 

Décima 
Época 

160 162 46 de 345  

Primera Sala 
Libro VII, Abril de 2012, Tomo 
1 

Pág. 873 
Tesis 
Aislada(Constitucional) 

 
  

 
[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 1; Pág. 
873 
  

 

EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE. EL RECURSO DE REVISIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 180 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 
28 DE ENERO DE 2011, QUE PUEDEN INTERPONER LAS PERSONAS FÍSICAS Y 
MORALES DE LAS COMUNIDADES AFECTADAS, ENCUENTRA JUSTIFICACIÓN EN LA 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE DICHO ORDENAMIENTO. 
  

 

Como se advierte de la lectura de la exposición de motivos que dio origen al 
artículo 180 de la ley mencionada, vigente hasta el 28 de enero de 2011, la razón 
de que las comunidades afectadas acudan al recurso de revisión, guarda estrecha 
relación con el bien jurídico tutelado (el ambiente y el equilibrio ecológico), al ser 
de orden público su protección. Así, cualquier persona física o moral de una 
comunidad que se considere afectada por una obra o actividad que contravenga la 
normativa ambiental, está facultada para interponer dicho recurso, por lo que el 
legislador justificó adecuadamente las razones y motivos por los que consideró 
necesario regular el derecho de las personas físicas y morales de las comunidades 
afectadas, pues la ratio legis consiste en tutelar el bien constitucionalmente 
protegido por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, esto es, el ambiente adecuado para el bienestar y desarrollo de las 
personas, lo cual es fundamental y transpersonal, y su tutela es de interés público 
y colectivo. 
    

 

Amparo directo en revisión 1168/2011. Representaciones Turísticas México, 
S.A. de C.V. 10 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
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EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE. LA DEMOSTRACIÓN DEL 
DAÑO AMBIENTAL POR EL RECURRENTE NO ES REQUISITO PARA LA 
PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 180 DE LA 
LEY GENERAL RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 28 DE ENERO DE 2011. 
  

 

El precepto mencionado reconoce el derecho de las personas físicas y morales de 
las comunidades afectadas para impugnar los actos administrativos que 
contravengan las disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, los programas de ordenamiento ecológico, las 
declaratorias de áreas naturales protegidas y los reglamentos o las normas oficiales 
mexicanas derivadas de aquélla, y que originen o puedan originar un daño a los 
recursos naturales, a la salud pública o a la calidad de vida. Así, el daño a los 
recursos naturales, a la flora o la fauna silvestre, a la salud pública o a la calidad de 
vida, debe demostrarlo el recurrente durante la tramitación del recurso de 
revisión, por lo que no es un requisito de procedencia para su admisión, 
sustanciación y resolución, sino que su existencia atañe al fondo del asunto, pues 
dicho aspecto (daño ambiental) será la materia a dilucidar, al dictarse la resolución 
correspondiente. 
    

 

Amparo directo en revisión 1168/2011. Representaciones Turísticas México, 
S.A. de C.V. 10 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO TERCERO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉ, CUMPLE CON LOS DERECHOS 
DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
  

 

El referido precepto, en la porción normativa señalada, establece que las 
autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las resoluciones 
administrativas de carácter individual no favorables a un particular emitidas por 
sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre 
fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las 
disposiciones fiscales, podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en 
beneficio del contribuyente, siempre y cuando los contribuyentes no hubieren 
interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los plazos para 
presentarlos, y sin que haya prescrito el crédito fiscal. Ahora, el contenido esencial 
del principio de seguridad jurídica, contenido en el artículo 16, párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, radica en el "saber a qué 
atenerse" respecto a la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de 
la autoridad; por su parte, el contenido esencial del derecho de acceso a la justicia, 
previsto en el artículo 17 de la Ley Fundamental, consiste en la posibilidad de que 
el gobernado acceda de manera expedita -esto es, sin obstáculos- a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, 
con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten las formalidades 
esenciales del procedimiento, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su 
caso, se ejecute esa decisión. Este último derecho fundamental se integra por los 
diversos subderechos consistentes en: justicia pronta, completa, imparcial y 
gratuita. En ese contexto, el artículo 36, párrafo tercero, del Código Fiscal de la 
Federación, al establecer la reconsideración administrativa, cumple el derecho de 
seguridad jurídica, partiendo de la base de que los contribuyentes saben a qué 
atenerse cuando se haya demostrado fehacientemente que las resoluciones objeto 
de dicho mecanismo fueron dictadas en contravención a las disposiciones fiscales 
aplicables, pues al haber perdido su derecho a hacer valer los medios de defensa 
en los plazos correspondientes y no haber prescrito el crédito fiscal, podrán 
solicitar a las autoridades fiscales que procedan a la revisión de las mismas para 
que, en su caso, las modifiquen o revoquen a su favor. Asimismo, cumple con el 
derecho de acceso a la justicia, ya que permite que los contribuyentes acudan ante 
las autoridades en busca precisamente de justicia, en el caso de que se haya 
demostrado fehacientemente que la resolución fiscal que les perjudica se dictó en 
contravención a las disposiciones fiscales aplicables, para lo cual deben cumplirse 
los requisitos antes señalados. 
    

 

Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 
8 de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.  
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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO TERCERO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO DE 
AUDIENCIA. 
  

 

El citado precepto, en la porción normativa señalada, establece que las 
autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las resoluciones 
administrativas de carácter individual no favorables a un particular emitidas por 
sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre 
fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las 
disposiciones fiscales, podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en 
beneficio del contribuyente, siempre y cuando los contribuyentes no hubieren 
interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los plazos para 
presentarlos, y sin que haya prescrito el crédito fiscal. Por su parte, el derecho de 
audiencia consiste en la oportunidad de defensa que se concede al gobernado 
previamente a la emisión del acto de privación, lo que implica diversos 
subderechos, entre ellos, los relativos a que medie un juicio ante los tribunales 
previamente establecidos, en los que se cumpla con las formalidades esenciales 
del procedimiento (emplazamiento al juicio, oportunidad de ofrecer y desahogar 
pruebas, oportunidad de alegar y emitir una resolución que dirima la cuestión 
efectivamente planteada, de conformidad con la jurisprudencia P./J. 47/95), 
garantizando adecuada y oportunamente aquel derecho de defensa, de acuerdo a 
leyes expedidas con anterioridad al hecho. En ese sentido, el artículo 36, párrafo 
tercero, del Código Fiscal de la Federación, no transgrede el derecho de audiencia, 
pues se posibilita la defensa del contribuyente a nivel de un mecanismo 
excepcional de autocontrol de la legalidad de los actos administrativos, de carácter 
oficioso y que no constituye un medio de impugnación propiamente dicho, pero 
que al demostrarse fehacientemente que las resoluciones objeto de dicho 
instrumento fueron dictadas en contravención a las disposiciones fiscales, las 
autoridades podrán, por única ocasión, modificarlas o revocarlas en beneficio del 
contribuyente, siempre y cuando se cumpla con determinadas condiciones. 
    

 

Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 
8 de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez. 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 47/95 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre 
de 1995, página 133, con el rubro: "FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA 
DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO." 
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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO TERCERO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO DE 
IGUALDAD. 
  

 

El citado precepto, en la porción normativa señalada, al establecer que las 
autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las resoluciones 
administrativas de carácter individual no favorables a un particular emitidas por 
sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre 
fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las 
disposiciones fiscales, podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en 
beneficio del contribuyente, siempre y cuando los contribuyentes no hubieren 
interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los plazos para 
presentarlos, y sin que haya prescrito el crédito fiscal, no viola el derecho a la 
igualdad previsto en el artículo 1o. constitucional, en virtud de que la distinción 
entre los contribuyentes que no acuden a los medios de defensa habiendo 
transcurrido los plazos para ello (primer grupo) y los contribuyentes que sí lo hacen 
(segundo grupo), se encuentra justificada constitucionalmente. En efecto, la 
inserción del citado trato diferenciado radicó en que el legislador pretendió igualar 
la diversa situación en que se encuentran los contribuyentes del primer grupo con 
los del segundo, en los casos en que a los primeros notoriamente les asista la 
razón, pero que no hubieran acudido a ningún medio de defensa por haber 
perdido el derecho respectivo, previendo para tal fin la facultad discrecional o 
potestativa de la autoridad fiscal para que, por una sola ocasión, pudiera modificar 
o revocar las resoluciones dictadas en beneficio de los contribuyentes. Así, la 
finalidad perseguida por el legislador resulta constitucionalmente válida, en 
atención a que tiende a hacer efectivo el derecho de igualdad en su vertiente 
material, lo que a su vez propende a cumplir con los diversos derechos de 
audiencia, seguridad jurídica y acceso a la justicia. De igual forma, la elección del 
medio para alcanzar tal finalidad resulta adecuada o racional, ya que dentro del 
abanico de opciones existentes y disponibles por el legislador, constituye uno de 
los medios más aptos para alcanzar dicha finalidad, en la medida en que el 
legislador otorgó un instrumento normativo a las autoridades fiscales revisoras 
para poder modificar o revocar las resoluciones de sus subordinados respecto de 
las cuales se haya demostrado fehacientemente que se dictaron en contravención 
a las disposiciones fiscales aplicables, en virtud de que dichas resoluciones gozan 
de las características de presunción de legalidad y firmeza que sólo son 
modificables, por regla general, a través de los medios de defensa previstos para 
su impugnación, de manera que el legislador, en aras de cumplir con los derechos 
fundamentales de igualdad, audiencia, seguridad jurídica y acceso a la justicia, 
procedió en el ámbito de sus atribuciones a diseñar normativamente el artículo 36, 
párrafo tercero, del Código Fiscal de la Federación. Finalmente, la relación 
existente entre la finalidad constitucionalmente perseguida y el medio elegido 
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para ello, resulta proporcional, toda vez que existe una adecuada correspondencia 
entre dichos elementos que justifica la diferencia de trato entre los sujetos 
comparables mencionados. Efectivamente, la situación de hecho en que se 
encuentra cada uno de los grupos comparados es diversa, pues los contribuyentes 
del primer grupo de contribuyentes deben demostrar fehacientemente -sin lugar a 
dudas o de manera notoria- que las resoluciones que les afectan se dictaron en 
contravención a las disposiciones aplicables, sin que hayan hecho valer los medios 
de defensa a su alcance en los plazos señalados para tal efecto y el crédito fiscal 
determinado no hubiera prescrito, de modo que -como lo señaló el legislador- 
hayan perdido su derecho de defensa; en cambio, el segundo grupo de 
contribuyentes, al haber hecho valer los medios de impugnación a su alcance, ya 
hicieron valer su derecho de defensa, de manera que existió un pronunciamiento 
por parte de la autoridad administrativa o jurisdiccional en cuanto a que las 
resoluciones que les desfavorecen fueron dictadas o no de conformidad con las 
disposiciones legales aplicables, lo que implica que a través de esos instrumentos 
de protección se cumplió con el principio de acceso a la justicia o tutela 
jurisdiccional efectiva, otorgando certeza jurídica a los contribuyentes respecto al 
punto a dilucidar. En consecuencia, el trato diferenciado entre los referidos sujetos 
se encuentra justificado y, por ende, la limitante a la procedencia de la 
reconsideración administrativa consistente en que procederá en el supuesto antes 
indicado, siempre y cuando los contribuyentes no hubieren interpuesto medios de 
defensa y hubieren transcurrido los plazos para presentarlos, no viola el citado 
derecho fundamental al respetar sus límites. 
    

 

Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 
8 de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez. 
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RENTA. EL ARTÍCULO SEGUNDO, FRACCIÓN I, INCISO F), DE LAS DISPOSICIONES 
DE VIGENCIA TEMPORAL DEL DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 DE 
DICIEMBRE DE 2009, EN RELACIÓN CON EL NUMERAL 177 DE DICHO 
ORDENAMIENTO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. 
  

 

El hecho de que el legislador haya establecido en la mecánica de la tarifa para 
calcular el impuesto contenido en el indicado artículo segundo, fracción I, inciso f), 
una configuración donde al pasar de un rango a otro disminuye el impuesto a 
pagar, no la vuelve desproporcional, ya que en algunos casos, quienes perciben 
ingresos por arriba del límite inferior pueden tributar por debajo de los del rango 
que les antecede -además, porque la diferencia que surge es insignificante-, pues 
cuando el cálculo se maneja con los límites exactos que establece la tarifa la 
diferencia entre uno y otro es de un centavo. Esto es, la configuración que el 
legislador plasmó en la citada tarifa presenta ciertas inconsistencias pero en rango 
de centavos, lo cual no se materializa a nivel de cantidades mayores a los rangos 
que establece la tarifa. Lo anterior, no puede llegar al extremo de que por existir 
inconsistencias a nivel de centavos se genere una desproporcionalidad en la tarifa 
del impuesto sobre la renta, pues esta diferencia, al incrementarse la base, 
desaparece y corrige dicha inconsistencia. Ahora bien, si se considera lo que ha 
resuelto la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido 
de que la desproporcionalidad debe plasmarse en la tasa real efectiva, entonces tal 
diferencia se diluye, ya que al ser al nivel de centésimos es imperceptible para 
efectos de la obtención de la tributación real efectiva, lo cual es el parámetro de 
referencia para el análisis de proporcionalidad del impuesto. Así, para determinar 
el impuesto a pagar, la cuota o tasa fija se suma a la cantidad que resulte después 
de multiplicar por el porcentaje que le corresponde al excedente del límite inferior, 
con lo cual, si bien en algunos casos cuando se aplica sobre las cantidades 
marginales puede existir una diferencia menor en el impuesto que resulte, ésta es 
tan insignificante (por centavos) que, al efectuarse el pago, conforme al párrafo 
décimo del artículo 20 del Código Fiscal de la Federación, el monto se ajusta o 
redondea, según el caso, a la unidad inmediata anterior o posterior, por lo que no 
representa un salto cuantitativo que conlleve a una falta de progresividad. Por 
tanto, el artículo segundo, fracción I, inciso f), de las disposiciones de vigencia 
temporal del Decreto de reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 7 de diciembre de 2009, en relación con el 
numeral 177 de dicho ordenamiento, no viola los principios tributarios de 
proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues esa diferencia que 
pueda ocasionarse entre contribuyentes, al quedar ubicados en un rango y otro, no 
les causa perjuicio alguno, dado que en ambos casos, el contribuyente que queda 
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ubicado en el límite inferior del anterior, al aplicar el ajuste o redondeo al pagar el 
impuesto, podría enterar la misma cantidad, dada la mínima diferencia de la base 
gravable de sus ingresos. 
    

 

Amparo en revisión 73/2012. Gerardo Gabriel Carrasco Zúñiga. 7 de marzo de 2012. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
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 SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE. 
  

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
principio de seguridad jurídica consagrado en la Constitución General de la 
República, es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de 
manera tal que lo que tutela es que el gobernado jamás se encuentre en una 
situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de indefensión. En ese 
sentido, el contenido esencial de dicho principio radica en "saber a qué atenerse" 
respecto de la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la 
autoridad. Así, en materia tributaria debe destacarse el relevante papel que se 
concede a la ley (tanto en su concepción de voluntad general, como de razón 
ordenadora) como instrumento garantizador de un trato igual (objetivo) de todos 
ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la autoridad, lo que equivale a 
afirmar, desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como vehículo 
generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley como 
mecanismo de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del 
Estado. De esta forma, las manifestaciones concretas del principio de seguridad 
jurídica en materia tributaria, se pueden compendiar en la certeza en el derecho 
y la interdicción de la arbitrariedad o prohibición del exceso; la primera, a su vez, 
en la estabilidad del ordenamiento normativo, su suficiente desarrollo y la 
certidumbre sobre los remedios jurídicos a disposición del contribuyente, en caso 
de no cumplirse con las previsiones del ordenamiento; y, la segunda, principal, 
más no exclusivamente, a través de los principios de proporcionalidad y jerarquía 
normativa, por lo que la existencia de un ordenamiento tributario, partícipe de 
las características de todo ordenamiento jurídico, es producto de la juridificación 
del fenómeno tributario y su conversión en una realidad normada, y tal 
ordenamiento público constituirá un sistema de seguridad jurídica formal o de 
"seguridad a través del Derecho". 
    

 

Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 
8 de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez. 
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SOBRESEIMIENTO POR INACTIVIDAD PROCESAL Y CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. 
NO PUEDEN DECRETARSE EN LOS JUICIOS DE AMPARO O EN LOS RECURSOS DE 
REVISIÓN INICIADOS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DEL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCULOS 94, 103, 104 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011. 
  

 

En el citado decreto, el Poder Reformador derogó la fracción XIV del artículo 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que preveía el 
sobreseimiento del amparo o la caducidad de la instancia por inactividad procesal 
en el juicio de garantías y precisó en su artículo tercero transitorio que todos los 
juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de las reformas 
constitucionales establecidas en dicho decreto, continuarían tramitándose hasta su 
resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo 
por lo que se refiere a las disposiciones relativas al sobreseimiento por inactividad 
procesal y caducidad de la instancia. De ahí que no puede decretarse el 
sobreseimiento por inactividad procesal en los juicios de amparo o la caducidad de 
la instancia en los amparos en revisión iniciados con anterioridad a la entrada en 
vigor del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de los artículos 94, 103, 104 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, no obstante que el artículo 74, fracción V, de la Ley de 
Amparo aún prevé el sobreseimiento y la caducidad por la mencionada causa, ya 
que la naturaleza de esta ley es reglamentar los artículos 103 y 107 de la 
Constitución General de la República, de manera que si la fracción XIV de dicho 
artículo 107 constitucional ha sido derogada, el numeral 74, fracción V, ha 
quedado sin contenido normativo por mandato constitucional. 
    

 

Contradicción de tesis 162/2011. Suscitada entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, en apoyo al Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 8 de febrero de 
2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que se 
refiere a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de 
la contradicción planteada. 
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TEST DE PROPORCIONALIDAD DE LAS LEYES FISCALES. EN ATENCIÓN A LA 
INTENSIDAD DEL CONTROL CONSTITUCIONAL DE LAS MISMAS, SU APLICACIÓN 
POR PARTE DE LA SUPREMA CORTE REQUIERE DE UN MÍNIMO Y NO DE UN 
MÁXIMO DE JUSTIFICACIÓN DE LOS ELEMENTOS QUE LO CONFORMAN. 
  

 

El principio de proporcionalidad, como instrumento metodológico, es un 
procedimiento interpretativo para la resolución de conflictos entre los contenidos 
esenciales de las disposiciones normativas fundamentales, que encuentra asidero 
constitucional en los diversos principios de igualdad e interdicción de la 
arbitrariedad o exceso, previstos en los artículos 1o., 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Dicho principio opera principal, mas no 
exclusivamente, cuando se aduce la violación al principio de igualdad o equidad 
tributaria como manifestación específica de éste, pues en ese caso se requiere 
llevar a cabo, en primer lugar, un juicio de igualdad mediante la equiparación de 
supuestos de hecho que permitan verificar si existe o no un trato injustificado, esto 
a partir de un término de comparación, en la medida en que el derecho a la 
igualdad es fundamentalmente instrumental y siempre se predica respecto de 
alguien o algo. Así, para verificar si el tratamiento desigual establecido por el 
legislador resulta constitucionalmente válido, en segundo lugar, el principio de 
proporcionalidad se conforma de tres criterios, de conformidad con la 
jurisprudencia 1a./J. 55/2006, consistentes en: a) que la distinción legislativa 
persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida; b) que la distinción 
establecida resulte adecuada o racional, de manera que constituya un medio apto 
para conducir al fin u objetivo perseguido, existiendo una relación de 
instrumentalidad medio-fin y, c) la distinción debe ser proporcional, es decir, no es 
válido alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente 
desproporcional. Ahora, en materia tributaria la Suprema Corte consideró en la 
jurisprudencia 1a./J. 84/2006, que la intensidad del escrutinio constitucional, a la 
luz de los principios democrático y de división de poderes, no es de carácter 
estricto, sino flexible o laxo, en razón de que el legislador cuenta con una amplia 
libertad en la configuración normativa del sistema tributario sustantivo y adjetivo, 
de modo que a fin de no vulnerar la libertad política del legislador, en campos 
como el mencionado, en donde la propia Constitución establece una amplia 
capacidad de intervención y regulación diferenciada del Estado, considerando que, 
cuando el texto constitucional establece un margen de discrecionalidad en ciertas 
materias, eso significa que las posibilidades de injerencia del juez constitucional 
son menores y, por ende, la intensidad de su control se ve limitada. 
Consecuentemente, la aplicación del principio de proporcionalidad por parte de la 
Suprema Corte en su carácter de Tribunal Constitucional, implica que el 
cumplimiento de los criterios que lo integran requiere de un mínimo y no de un 
máximo de justificación, es decir, basta que la intervención legislativa persiga una 
finalidad objetiva y constitucionalmente válida; la elección del medio para cumplir 
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tal finalidad no conlleva a exigirle al legislador que dentro de los medios 
disponibles justifique cuál de todos ellos cumple en todos los grados (cuantitativo, 
cualitativo y de probabilidad) o niveles de intensidad (eficacia, rapidez, plenitud y 
seguridad), sino únicamente determinar si el medio elegido es idóneo, exigiéndose 
un mínimo y no máximo de idoneidad y, finalmente, debe existir una 
correspondencia proporcional mínima entre el medio elegido y el fin buscado que 
justifique la intervención legislativa diferenciada entre los sujetos comparables. 
    

 

Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 
8 de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez. 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 55/2006 y 1a./J. 84/2006 citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 75, con el rubro: "IGUALDAD. 
CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL." y Tomo XXIV, noviembre de 2006, página 29, con el rubro: 
"ANÁLISIS CONSTITUCIONAL. SU INTENSIDAD A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS 
DEMOCRÁTICO Y DE DIVISIÓN DE PODERES.", respectivamente. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 1; Pág. 
884 
  

 

TRÁFICO DE INDOCUMENTADOS. EL ARTÍCULO 138, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA 
LEY GENERAL DE POBLACIÓN, VIGENTE HASTA EL 25 DE MAYO DE 2011, QUE 
PREVÉ LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD PARA DICHO DELITO, NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
  

 

Del análisis sistemático del citado precepto se advierte que el bien jurídico 
tutelado en el delito de tráfico de indocumentados no se constriñe únicamente al 
control de los flujos migratorios a cargo de las autoridades administrativas, sino 
también a la salud pública, a los derechos humanos de los inmigrantes (la vida, la 
dignidad, la integridad física, etcétera) y al respeto al orden jurídico y la seguridad 
nacional. Por tanto, el artículo 138, párrafo primero, de la Ley General de 
Población, vigente hasta el 25 de mayo de 2011, que prevé una pena privativa de 
libertad para el delito de tráfico de indocumentados de ocho a dieciséis años de 
prisión, no viola la garantía de proporcionalidad de las penas contenida en el 
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el 
legislador consideró los bienes jurídicos tutelados en dicho delito y justificó 
motivadamente la necesidad de combatirlo con penas más severas, aduciendo que 
con ello buscaba la protección de los derechos fundamentales de los inmigrantes 
ilegales, conforme a la actual tendencia humanista en los tratados internacionales 
de los que México es parte, por ser frecuentes las violaciones de sus derechos 
humanos a manos de traficantes que incluyen torturas, maltrato, lesiones, 
abandono antes de alcanzar su destino y que pueden terminar en tragedias, de 
manera que la conducta desplegada por los traficantes puede equipararse a los 
delitos de secuestro, trata de blancas o delincuencia organizada, por lo que la pena 
privativa de libertad prevista es proporcional al delito que sanciona y a los bienes 
jurídicos afectados. 
    

 
Amparo directo en revisión 2556/2011. 25 de enero de 2012. Cinco votos. 

Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Jaime Santana Turral. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 1; Pág. 
886 
  

 
TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. SU ARTÍCULO 2019 NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. 
  

 

El citado precepto, al establecer que con motivo de un desacuerdo comercial, la 
parte reclamante podrá suspender la aplicación a favor de la demandada de los 
beneficios de efecto equivalente hasta que alcancen un acuerdo sobre la 
resolución de ese conflicto comercial, no viola la garantía de audiencia contenida 
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que es el Ejecutivo Federal quien, en ejercicio de sus facultades 
constitucionalmente otorgadas, decide cuándo no es factible ni eficaz suspender 
beneficios en el mismo sector o sectores y sí en otros. Así, el artículo 2019 del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte sólo es una norma habilitante que 
faculta a la parte reclamante a suspender los beneficios del Tratado; además 
existiría una imposibilidad fáctica y contraria al artículo 131 de la Constitución 
General de la República, si el indicado artículo 2019 estableciera la garantía de 
audiencia previa a los gobernados de cada país que, en su caso, al materializar su 
aplicación pudieran resultar afectados antes de imponer las medidas de 
suspensión de beneficios; por ello, dichas medidas las impone el Ejecutivo Federal 
ante el incumplimiento de una de las partes y atiende al fin de beneficiar al país en 
materia económica. 
    

 

Amparo en revisión 668/2011. La Madrileña, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
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[J]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1033 
  

 

FACULTAD DE ATRACCIÓN. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN NO 
DEBE EJERCERLA PARA CONOCER DE ASUNTOS DE SU COMPETENCIA ORIGINARIA 
SINO, EN SU CASO, REASUMIR ÉSTA. 
  

 

La indicada facultad constituye el medio excepcional de control de la legalidad con 
rango constitucional con el que cuenta la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para atraer asuntos que, en principio, no son de su competencia originaria, pero 
revisten interés y trascendencia. Así, este Alto Tribunal puede ejercer la facultad de 
atracción en asuntos cuya competencia originaria corresponda a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, en la inteligencia de que por "originaria" se entiende la 
fijada por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o la ley en su 
literalidad como regla general. En tal virtud, si en la demanda de amparo indirecto 
se plantea la inconstitucionalidad de una ley federal, tratado internacional o 
reglamento expedido por el presidente de la República en uso de la facultad 
reglamentaria otorgada por el artículo 89, fracción I, constitucional, y en la revisión 
subsiste el problema de constitucionalidad, el asunto no es competencia originaria 
de los indicados Tribunales Colegiados sino de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y, por tanto, ésta no debe ejercer la facultad de atracción para conocer del 
asunto, sino reasumir su competencia originaria. 
    

 

Facultad de atracción 159/2011. Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 
26 de octubre de 2011. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Juan Pablo Rivera Juárez. 

Facultad de atracción 263/2011. Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México. 11 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Roberto Rodríguez Maldonado. 

Facultad de atracción 279/2011. Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México. 25 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretaria: Diana Minerva Puente Zamora. 

Facultad de atracción 2/2012. Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México. 25 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretaria: Diana Minerva Puente Zamora. 

Facultad de atracción 1/2012. Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México. 25 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 

Tesis de jurisprudencia 33/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de marzo de dos mil doce. 
 

javascript:AbrirModal(1)
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=23525&Clase=DetalleTesisEjecutorias


21 
 

 

 

Tesis2a./J. 
35/2012 
(10a.) 

Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta 

Décima 
Época 

200 0583 69 de 345  

Segunda Sala 
Libro VII, Abril de 2012, Tomo 
2 

Pág. 1059 Jurisprudencia(Común) 

 
  

 
[J]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1059 
  

 

IMPROCEDENCIA. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO DE AMPARO SI EL JUZGADOR 
ADVIERTE QUE LOS EFECTOS DE UNA EVENTUAL SENTENCIA PROTECTORA 
PROVOCARÍAN LA TRANSGRESIÓN DE SUS NORMAS O PRINCIPIOS RECTORES. 
  

 

La técnica del juicio de amparo permite que, antes de examinar el fondo de un 
asunto, se anticipe el efecto de la eventual concesión de la protección 
constitucional en favor del quejoso, y así prever si la restitución en el goce del 
derecho violado resultaría alcanzable, pues carecería de lógica y sentido práctico 
analizar el acto reclamado, si de antemano se advierte que la declaración de 
inconstitucionalidad no tendría ejecutividad. El fundamento de este proceder se 
apoya, por regla general, en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en 
relación con otras normas de ese mismo ordenamiento o de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo enlace armónico ofrece una 
variedad de causas de improcedencia que impiden el dictado de sentencias 
estimatorias cuyo cumplimiento fuera inaccesible. En esos términos, si a partir de 
un ejercicio de previsibilidad sobre los efectos de una eventual sentencia 
protectora, el juzgador advierte que la restitución del derecho provocaría la 
infracción de normas o principios rectores del juicio de amparo, entonces la acción 
intentada resulta improcedente por dictar una sentencia carente de ejecutividad, 
porque el restablecimiento citado llegaría al extremo de desencadenar 
consecuencias contrarias a la naturaleza del juicio de amparo y, por ende, a la 
regularidad constitucional que busca preservar. 
    

 

Amparo en revisión 896/2008. Centro Patronal de León, Sindicato Patronal. 5 
de octubre de 2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Miguel Ángel 
Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 1858/2009. Arturo López de Lara Díaz. 5 de octubre de 
2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, Roberto Lara 
Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 1989/2009. Manuel López Palomino. 5 de octubre de 
2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, 
Roberto Lara Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 2008/2009. Raymundo Daniel Montes Carrera o Cabrera. 
5 de octubre de 2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretarios: Miguel Ángel 
Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 488/2010. Centro Empresarial de Quintana Roo, Sindicato 
Patronal. 5 de octubre de 2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Miguel Ángel 
Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 
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Tesis de jurisprudencia 35/2012 (10a). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintiocho de marzo de dos mil doce. 
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[J]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1060 
  

 

IMPROCEDENCIA. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO DE AMPARO SI EL JUZGADOR 
ADVIERTE QUE LOS EFECTOS DE UNA EVENTUAL SENTENCIA PROTECTORA 
PROVOCARÍAN TRANSGRESIÓN AL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD. 
  

 

La técnica del juicio de amparo permite desarrollar un ejercicio de previsibilidad 
sobre los efectos de una eventual sentencia protectora, con el propósito de 
visualizar si la restitución del quejoso en el goce del derecho violado se podría 
alcanzar, pues carecería de lógica y sentido práctico el análisis del acto reclamado, 
si anticipadamente se logra prever que la declaratoria de inconstitucionalidad no 
tendría ejecutividad, como ocurre cuando se advierte que si se concede la 
protección federal, sus efectos vulnerarían normas o principios rectores del juicio 
de amparo, casos en los cuales la acción intentada resulta improcedente. En tales 
términos, si el juzgador observa que la sentencia estimatoria que llegara a dictar 
tendría efectos más allá del caso concreto enjuiciado y, por tanto, generales, ello 
provoca la improcedencia del juicio en términos del artículo 73, fracción XVIII, de la 
Ley de Amparo, en relación con los numerales 76 y 80 (este último interpretado en 
sentido contrario), de ese mismo ordenamiento y con el artículo 107, fracción II, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, y de 
acuerdo con el artículo tercero transitorio del propio decreto de reformas), en 
tanto que la decisión de inconstitucionalidad beneficiaría también a sujetos 
distintos del quejoso, situación que provocaría transgresión al principio de 
relatividad que rige el dictado de las sentencias de amparo, lo que a su vez 
implicaría que la restitución en el goce del derecho violado llegara al extremo de 
desencadenar consecuencias contrarias a la naturaleza del juicio de amparo y, por 
ende, a la regularidad constitucional que busca preservar. 
    

 

Amparo en revisión 896/2008. Centro Patronal de León, Sindicato Patronal. 5 de octubre de 
2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo 
Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 1858/2009. Arturo López de Lara Díaz. 5 de octubre de 2011. Cinco 
votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 1989/2009. Manuel López Palomino. 5 de octubre de 2011. Cinco 
votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo 
Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 2008/2009. Raymundo Daniel Montes Carrera o Cabrera. 5 de octubre 
de 2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, Roberto Lara Chagoyán y Alfredo 
Villeda Ayala. 

Amparo en revisión 488/2010. Centro Empresarial de Quintana Roo, Sindicato Patronal. 5 
de octubre de 2011. Cinco votos; votó con salvedad Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, Roberto Lara 
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Chagoyán y Alfredo Villeda Ayala. 
Tesis de jurisprudencia 36/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada del veintiocho de marzo de dos mil doce. 
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[J]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1074 
  

 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. 
PROCEDIMIENTO PARA REQUERIR A LAS AUTORIDADES VINCULADAS AL 
CUMPLIMIENTO DE UN AMPARO CONCEDIDO PARA EFECTOS DE DEVOLUCIÓN 
DE LOS FONDOS ACUMULADOS EN LA SUBCUENTA DE VIVIENDA, POSTERIORES 
AL 30 DE JUNIO DE 1997. 
  

 

Cuando el sentido de la ejecutoria de amparo sea el indicado, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación debe devolver los autos al juzgado del conocimiento para que 
su titular: 1. Requiera al Subdirector General de Recaudación Fiscal -y al Director 
General del Instituto como superior jerárquico- a efecto de que solicite al 
Administrador Central de Devoluciones y Compensaciones del Servicio de 
Administración Tributaria que autorice a la Tesorería de la Federación la 
transferencia a la cuenta del Instituto de las cantidades que debe devolver al 
quejoso. Para tal efecto, la autoridad primeramente citada debe remitir la 
documentación que acredite con precisión las cantidades relativas, por ser quien 
administra las aportaciones patronales, en específico, el fondo de ahorro y la 
subcuenta de vivienda de cada trabajador. 2. Hecho lo anterior, requiera al 
Administrador Central de Devoluciones y Compensaciones -quien tiene la 
atribución de recibir, tramitar, resolver y autorizar devoluciones-, así como a su 
superior jerárquico, Administrador General de Auditoría Fiscal Federal, ambos del 
Servicio de Administración Tributaria, para que autorice a la Tesorería de la 
Federación la transferencia a la cuenta del Instituto por el monto que deba 
devolverse. 3. Acreditado el supuesto antedicho, requiera al Tesorero de la 
Federación -y a su superior jerárquico, Secretario de Hacienda y Crédito Público- 
para que realicen dicha transferencia, por ser las autoridades encargadas de 
regresar los fondos que al efecto fueron transferidos al Gobierno Federal al tener a 
su cargo su custodia y concentración. 4. Finalmente, una vez hecha la 
transferencia, requiera a la Subdirección General de Recaudación Fiscal, y a su 
superior ya mencionado, para que devuelva al quejoso las cantidades que le 
correspondan con motivo de la concesión del amparo. Si en el plazo improrrogable 
de 10 días hábiles, otorgado a cada una de las autoridades vinculadas señaladas, 
no cumplen con lo ordenado, el Juez de origen debe enviar los autos del juicio de 
garantías al Tribunal Colegiado de Circuito para que resuelva lo conducente 
respecto de la aplicación del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Es pertinente aclarar que si alguna de las 
autoridades responsables ya hubiera efectuado alguno de los trámites ordenados, 
debe continuarse el procedimiento en el orden señalado. 
    

 

Incidente de inejecución 1554/2011. Jorge Campos Galván. 11 de enero de 
2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 

Incidente de inejecución 1565/2011. Gabriel Guillermo Aznar y Mendoza y 
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otros. 18 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Alberto Rodríguez García. 

Incidente de inejecución 1619/2011. Carlos Julio Sánchez Zapata. 25 de enero 
de 2012. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Jonathan Bass Herrera. 

Incidente de inejecución 229/2012. Aurora Cristina Ruiz Rodríguez. 29 de 
febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Alberto Rodríguez García. 

Incidente de inejecución 266/2012. Benigno Andrés León Reyes. 14 de marzo 
de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 

Tesis de jurisprudencia 31/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de marzo de dos mil doce. 
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[J]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1243 
  

 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA COMPETENCIA POR MATERIA DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOCE DEL RECURSO RELATIVO, SE 
DETERMINA POR LA ESPECIALIZACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO QUE PREVINO EN EL 
CONOCIMIENTO DEL ASUNTO. 
  

 

Del contenido de las normas procesales deriva que el derecho del demandado de 
provocar la incompetencia del Juez se extingue al dictarse la sentencia definitiva, 
porque hasta entonces se agota la jurisdicción del Juez estimado incompetente. 
Por su parte, de la interpretación armónica de los artículos 37, fracción IV y 38, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se advierte que tratándose de 
Tribunales Colegiados de Circuito especializados, la competencia para conocer del 
recurso de revisión interpuesto contra una sentencia pronunciada en la audiencia 
constitucional por un Juez de Distrito especializado por materia, debe fincarse en 
su superior jerárquico, es decir, en el Tribunal que sea de la misma materia del 
Juez que dictó la sentencia a revisar. 
    

 

Contradicción de tesis 462/2011. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en 
Guadalajara, Jalisco y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito. 1o. de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretaria: Erika Francesca Luce Carral. 

Tesis de jurisprudencia 23/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de febrero de dos mil doce. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1247 
  

 

ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIACIÓN DEL 
CONTRIBUYENTE. EL ARTÍCULO 40, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2010 QUE LO 
REGULA, AL NO ESTABLECER EL MONTO SOBRE EL CUAL DEBA OPERAR, NO VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
  

 

El precepto legal citado, al no establecer respecto de qué monto habrá de operar 
el aseguramiento de los bienes o de la negociación del contribuyente, no viola los 
principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que se trata de 
una medida de apremio que no tiene como objeto garantizar el interés fiscal de la 
Federación, sino que es un instrumento legal con que cuenta la autoridad fiscal 
para compeler al contribuyente para que permita el ejercicio de sus facultades, 
esto es, constituye un medio coercitivo con que cuenta aquélla para hacer cumplir 
sus propias determinaciones, pero con su ejercicio no se busca asegurar interés 
fiscal alguno; de ahí que sea innecesario señalar los lineamientos para determinar 
el monto sobre el cual deba operar el aseguramiento precautorio cuando el 
contribuyente se oponga, impida u obstaculice físicamente el inicio o desarrollo del 
ejercicio de las facultades de las autoridades fiscales. 
    

 

Amparo en revisión 786/2011. Marrob, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2012. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Aurelio Damián Magaña. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1247 
  

 

ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIACIÓN DEL 
CONTRIBUYENTE. EL ARTÍCULO 40, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2010 QUE LO 
REGULA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA PREVIA. 
  

 

El precepto legal citado, que regula el aseguramiento precautorio de los bienes o 
de la negociación del contribuyente como medida de apremio en los supuestos ahí 
contemplados, no obstante que no prevea mecanismos que le permitan desvirtuar 
los fundamentos y motivos que tuvo la autoridad fiscal para decretarlo, esto es, un 
procedimiento previo en el cual se dé oportunidad a aquél de exhibir pruebas y 
alegar bajo una serie de formalidades antes de la emisión del aseguramiento, no 
viola la garantía de audiencia previa contenida en el artículo 14, segundo párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que en este 
tipo de casos la audiencia opera de manera posterior a la imposición de la medida, 
máxime que se trata de una manera de obligar al contribuyente a salir de su 
inactividad o que permita la realización de la actuación de la autoridad fiscal para 
no afectar la efectividad de sus determinaciones y, en su caso, la diligencia de los 
procedimientos de fiscalización que lleve a cabo, los que obedecen, entre otros 
aspectos, al interés público y al principio de prontitud, los cuales se verían 
afectados si tuviera que escucharse al contribuyente previamente a la emisión de 
la medida de apremio dirigida en su contra. 
    

 

Amparo en revisión 786/2011. Marrob, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2012. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Aurelio Damián Magaña. 
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ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIACIÓN DEL 
CONTRIBUYENTE. EL ARTÍCULO 40, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2010 QUE LO 
REGULA, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
  

 

El referido aseguramiento precautorio no comparte la naturaleza del embargo 
precautorio, ya que éste constituye una medida preventiva tendente a satisfacer el 
interés fiscal, mientras que aquél es una medida de apremio establecida en favor 
de la autoridad fiscal que puede decretarla cuando los contribuyentes, los 
responsables solidarios o terceros con ellos relacionados se opongan, impidan u 
obstaculicen físicamente el inicio o desarrollo del ejercicio de las facultades de las 
autoridades fiscales. Por tanto, el citado numeral, que regula el aseguramiento 
precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente como medida de 
apremio, no viola los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez 
que dicha medida tiene por objeto desincentivar las conductas que obstaculicen el 
inicio o desarrollo de las facultades de comprobación de la autoridad hacendaria y 
superarlas una vez que se despliegan, a efecto de hacer efectivo el imperio de las 
autoridades, al hacer uso de aquélla y que los particulares obedezcan sus 
determinaciones. Tales aspectos son de evidente interés público y son los que se 
pretenden tutelar a través de dicha medida, cuyo ejercicio debe acotarse 
estrictamente a los supuestos de procedencia que el mencionado precepto legal 
prevé para que la autoridad fiscal haga cumplir sus determinaciones, pero no se 
busca con su ejercicio el aseguramiento de interés fiscal alguno. 
    

 

Amparo en revisión 786/2011. Marrob, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2012. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Aurelio Damián Magaña. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1250 
  

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR UN 
JUEZ DE DISTRITO CON COMPETENCIA MIXTA. SE SURTE EN FAVOR DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESPECIALIZADO EN LA MATERIA EN LA QUE 
AQUÉL FIJÓ SU COMPETENCIA PARA CONOCER DEL ASUNTO. 
  

 

Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 23/2012 (10a.), de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "REVISIÓN EN AMPARO 
INDIRECTO. LA COMPETENCIA POR MATERIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO QUE CONOCE DEL RECURSO RELATIVO, SE DETERMINA POR LA 
ESPECIALIZACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL 
ASUNTO.", tratándose de Tribunales Colegiados de Circuito especializados, la 
competencia para conocer de la revisión interpuesta contra la sentencia 
pronunciada por un Juez de Distrito especializado por materia debe fincarse en su 
superior jerárquico, es decir, en el Tribunal Colegiado de Circuito de la misma 
materia que la del Juez. En ese sentido, si un Juez de Distrito con competencia 
mixta, al dictar sentencia en un juicio de amparo indirecto, fija su competencia 
para conocer del asunto en determinada materia, en aplicación de la referida 
regla, el conocimiento del recurso de revisión interpuesto contra dicho fallo 
corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito especializado en esa misma materia. 
    

 

Competencia 28/2012. Suscitada entre el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa, y el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa, 
ambos del Décimo Cuarto Circuito. 21 de marzo de 2012. Cinco votos. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 23/2012 (10a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro VII, Tomo 2, abril de 2012, página 1243. 
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DERECHOS POR EL USO, GOCE, APROVECHAMIENTO O EXPLOTACIÓN DE BANDAS 
DE FRECUENCIA DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. EL ARTÍCULO PRIMERO 
TRANSITORIO, EN RELACIÓN CON EL 244-E, DEL DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMA LA LEY FEDERAL RELATIVA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 27 DE NOVIEMBRE DE 2009, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. 
  

 

Acorde con el mencionado precepto transitorio, para quienes se ubiquen en los 
supuestos del artículo 244-E de la Ley Federal de Derechos, la entrada en vigor de 
la reforma iniciaría a partir del 1o. de enero de 2012 cuando las concesiones 
correspondientes se hayan otorgado a más tardar el 30 de noviembre de 2010; y 
del 1o. de enero de 2013, cuando las concesiones respectivas se hubieran 
otorgado después del 1o. de diciembre de 2010. Lo anterior no transgrede el 
principio de equidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que el artículo 
transitorio únicamente determina bajo qué régimen tributario se ubicarán los 
concesionarios, y si bien la diferencia de trato radica en la temporalidad en la cual 
fueron otorgadas las concesiones objeto del gravamen, ello deriva de que se 
proyectan sobre situaciones diferentes, por referirse a diversas frecuencias, 
bandas y regiones, que hacen que no se viole el principio de equidad tributaria; por 
tanto, el trato desigual dado a los concesionarios se justifica, pues si bien es cierto 
que todos usan o explotan el espectro radioeléctrico, también lo es que lo hacen 
en condiciones distintas. 
    

 

Amparo en revisión 547/2011. Pegaso Comunicaciones y Sistemas, S.A. de 
C.V. y otras. 24 de agosto de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1269 
  

 

CONTROL DEL TABACO. EL HECHO DE QUE LA LEY GENERAL RELATIVA SE HAYA 
EMITIDO SIN DAR INTERVENCIÓN AL CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL EN EL 
PROCESO LEGISLATIVO CORRESPONDIENTE, NO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A 
LOS DERECHOS HUMANOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
  

 

El hecho de que el Congreso de la Unión, en ejercicio de su facultad para dictar 
leyes en materia de salubridad general, haya emitido la Ley General para el Control 
del Tabaco sin haber dado intervención en el proceso legislativo respectivo al 
Consejo de Salubridad General, no constituye una violación a los derechos 
humanos de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que de los 
preceptos 73, fracción XVI, constitucional; 4o. y 15 a 17 de la Ley General de Salud, 
no se advierte que dicho Consejo tenga facultades legislativas, sino sólo 
atribuciones para analizar las disposiciones legales en materia de salud y formular, 
respecto de éstas, propuestas de reformas o adiciones. 
    

 

Amparo en revisión 583/2009. Rodolfo Valentín Peralta Ares. 15 de febrero 
de 2012. Cinco votos; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
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IMPUESTO SOBRE TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY 
DE HACIENDA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, AL NO ESTABLECER CON CERTEZA 
LA FORMA DE DETERMINAR LA BASE GRAVABLE DEL TRIBUTO, VIOLA EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 
  

 

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, prevé la garantía de legalidad tributaria, que consiste en que las 
disposiciones legales que impongan cargas tributarias a los contribuyentes, deben 
establecer de manera expresa los elementos que las integran para no dar margen a 
la arbitrariedad de las autoridades exactoras en su determinación. Por su parte, el 
artículo 129 de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León, indica el 
procedimiento para calcular la base gravable del impuesto sobre tenencia o uso de 
vehículos, pues establece que las cantidades a cubrirse por ese tributo, deberán 
actualizarse en el mes de diciembre de cada año, utilizando el factor de 
actualización a que se refiere el artículo 18 Bis del Código Fiscal del Estado, el que a 
su vez, establece que dicho factor se obtendrá: "dividiendo el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado 
índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo.", lo que 
genera incertidumbre sobre la forma en que será actualizada la cantidad con base 
en la cual le será determinado el tributo, pues aunque el artículo 20 Bis del Código 
Fiscal de la Federación prevea el procedimiento para obtener el mencionado índice 
nacional, los numerales analizados no realizan una remisión expresa a dicho 
dispositivo, a pesar de que como se expone, los elementos de las contribuciones 
deben estar claramente establecidos en las normas que los prevén. En esa medida, 
si el artículo 129 de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León, no define con 
certeza la forma de determinar la base gravable del impuesto en estudio, dejando 
en manos de las autoridades administrativas su determinación, es claro que resulta 
violatorio de la garantía de legalidad tributaria. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 558/2011. María de Lourdes Inés Álvarez Martínez y otros. 25 de 
noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: 
Blanca Patricia Pérez Pérez. 

Amparo en revisión 545/2011. Patricia Santos Muttio y otra. 19 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: Ana María Chibli Macías. 

Amparo en revisión 547/2011. Ian Cristian Armstrong Zambrano y otra. 19 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Héctor Rafael 
Hernández Guerrero. 

Amparo en revisión 576/2011. Fernando Ángel González Olivieri. 19 de enero de 2012. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: Juana María Espinosa 
Buentello. 

Amparo en revisión 599/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Eduardo López Pérez. Secretaria: Priscila Ponce Castillo. 
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IMPUESTO SOBRE TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY 
DE HACIENDA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, ES VIOLATORIO DE LA GARANTÍA DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL HACER UNA 
REMISIÓN TÁCITA DE LA BASE DEL IMPUESTO A UNA LEY FEDERAL QUE NO 
PREVÉ EL CÁLCULO DEL TRIBUTO. 
  

 

El artículo 129 de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León, dispone que para 
la actualización de las cantidades que serán enteradas por concepto del impuesto 
sobre tenencia y uso de vehículos debe aplicarse el factor previsto en el diverso 
numeral 18 Bis del Código Fiscal del Estado, el que señala que para el cálculo del 
mencionado factor es necesario conocer el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor; sin embargo, dicho precepto es omiso en señalar la forma en que se 
obtiene el mencionado índice; sin que sea válido que exista una remisión tácita al 
artículo 20 Bis del Código Fiscal de la Federación, que prevé el procedimiento para 
obtener el aludido índice nacional, pues en términos de dicha regla, corresponde 
su cálculo al Banco de México; sin embargo, la Ley del Sistema Nacional de 
Información Estadística y Geográfica, en su artículo 59, fracción III, en relación con 
el primero transitorio, dispone que a partir del quince de julio de dos mil once, será 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, quien tendrá la facultad exclusiva 
de elaborar el Índice Nacional de Precios al Consumidor. Por tanto, no queda 
establecido en los artículos 129 de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León y 
18 Bis del Código Fiscal del Estado, cómo y quién habrá de determinar ese 
elemento sustancial para determinar la base del tributo, aparte de que no es válido 
considerar la remisión tácita a una ley federal, en tanto que los elementos de las 
contribuciones deben estar claramente establecidos en las normas que las prevén, 
de manera que un impuesto local no puede válidamente sostenerse en una norma 
de carácter federal, pues con ello se vulneran las garantías de seguridad jurídica y 
legalidad tributaria, consagradas en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 558/2011. María de Lourdes Inés Álvarez Martínez y otros. 25 de noviembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Blanca Patricia Pérez 
Pérez. 

Amparo en revisión 545/2011. Patricia Santos Muttio y otra. 19 de enero de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: Ana María Chibli Macías. 

Amparo en revisión 547/2011. Ian Cristian Armstrong Zambrano y otra. 19 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Héctor Rafael Hernández Guerrero. 
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Amparo en revisión 576/2011. Fernando Ángel González Olivieri. 19 de enero de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: Juana María Espinosa Buentello. 

Amparo en revisión 599/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo López 
Pérez. Secretaria: Priscila Ponce Castillo. 
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 [J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 1418 
  

 

IMPUESTO SOBRE TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY 
DE HACIENDA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, ES VIOLATORIO DE LA GARANTÍA DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, AL NO DEFINIR UNO DE LOS ELEMENTOS NI EL 
PROCEDIMIENTO QUE SIRVE PARA EL CÁLCULO DEL TRIBUTO. 
  

 

Para la actualización de las cantidades que serán cubiertas por los particulares en 
el pago del impuesto sobre tenencia y uso de vehículos, el artículo 129 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Nuevo León, dispone que es necesaria la aplicación del 
factor de actualización previsto en el diverso numeral 18 Bis del Código Fiscal del 
Estado, por su parte este numeral establece que el aludido factor se obtiene: 
"dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más 
reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más 
antiguo de dicho periodo.". De lo anterior se advierte que el último dispositivo 
señalado, introduce al cálculo del impuesto, un concepto que no se encuentra 
definido, como es el Índice Nacional de Precios al Consumidor, lo cual genera que 
el procedimiento para el cálculo del tributo resulte ambiguo y que por ello exista 
una falta de expresión en los aludidos dispositivos legales, de uno de los elementos 
del tributo, como es la base gravable de la contribución. En esa medida, si el 
artículo 129 de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León, no define con 
exactitud la base gravable del impuesto sobre tenencia y uso de vehículos, así 
como el procedimiento para su cálculo, resulta violatorio de la garantía de 
legalidad tributaria, consagrada en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 558/2011. María de Lourdes Inés Álvarez Martínez y 
otros. 25 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo 
Alvarado Puente. Secretaria: Blanca Patricia Pérez Pérez. 

Amparo en revisión 545/2011. Patricia Santos Muttio y otra. 19 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: Ana 
María Chibli Macías. 

Amparo en revisión 547/2011. Ian Cristian Armstrong Zambrano y otra. 19 de 
enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. 
Secretario: Héctor Rafael Hernández Guerrero. 

Amparo en revisión 576/2011. Fernando Ángel González Olivieri. 19 de enero 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: 
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Juana María Espinosa Buentello. 
Amparo en revisión 599/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 

Ponente: Eduardo López Pérez. Secretaria: Priscila Ponce Castillo. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=23528&Clase=DetalleTesisEjecutorias


40 
 

 

 

TesisIV.3o.A. 
J/19 (9a.) 

Semanario Judicial 
de la Federación y 
su Gaceta 

Décima Época 160 149 105 de 345  

TERCER 
TRIBUNAL 
COLEGIADO EN 
MATERIA 
ADMINISTRATIVA 
DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Libro VII, Abril de 
2012, Tomo 2 

Pág. 1557 Jurisprudencia(Constitucional) 

 
  
 [J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 1557 
  

 

JUZGADOS DE DISTRITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGIÓN. SU 
CREACIÓN SE JUSTIFICA PORQUE CON ELLOS SE PRETENDE CUMPLIR EL 
IMPERATIVO DE JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 17 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
  

 

De conformidad con los artículos 94, sexto párrafo y 100, octavo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura 
Federal es el órgano dependiente del Poder Judicial de la Federación, encargado de 
determinar el número, división en circuitos, competencia territorial y, en su caso, 
especialización por materia, de los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y 
de los Juzgados de Distrito, facultado para expedir acuerdos generales que 
permitan el adecuado ejercicio de sus funciones. Así, en ejercicio de tales 
atribuciones, el mencionado consejo determinó crear el Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, integrado, entre otros, por Juzgados de Distrito que iniciaron sus 
funciones con el fin de apoyar en la resolución de los asuntos en los que se 
impugne la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, al advertir un problema de 
cargas excesivas de trabajo en algunos órganos jurisdiccionales, lo cual atiende a 
una necesidad contenida en el artículo 17 constitucional, en el que se establece el 
derecho que toda persona tiene para que se le administre justicia por tribunales 
que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes. 
Por tanto, la creación de los referidos juzgados se justifica porque con ellos se 
pretende cumplir el imperativo de justicia pronta y expedita contenido en el 
precepto citado en último término. 
  

 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 341/2011. Chiquita México, S. de R.L. de C.V. 31 de 
agosto de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús R. Sandoval Pinzón. 
Secretaria: Marcela Lugo Serrato. 

Amparo en revisión 306/2011. AC Pollo del Centro, S.A. de C.V. 14 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretario: 
José Antonio Bermúdez Manrique. 

Amparo en revisión 381/2011. AC Pollo del Valle, S.A. de C.V. 14 de diciembre 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretario: José 
Antonio Bermúdez Manrique. 

Amparo en revisión 429/2011. Pollos Expo Guadalupe, S.A. de C.V. 14 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús R. Sandoval Pinzón. 
Secretaria: Marcela Lugo Serrato. 
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Amparo en revisión 433/2011. 14 de diciembre de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jesús R. Sandoval Pinzón. Secretaria: Marcela Lugo Serrato. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1664 
  

 

ACCESO A LA JUSTICIA. SU SALVAGUARDA POR LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN IMPLICA QUE AL CONOCER DE LOS 
JUICIOS DE AMPARO GARANTICEN QUE LA PRETENSIÓN DEL QUEJOSO SEA 
RESUELTA Y, PARA ELLO, CUANDO DECRETEN LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA 
CONSTITUCIONAL DEBEN REMITIR EL ASUNTO A LA AUTORIDAD QUE, 
CONFORME A LA LEGISLACIÓN APLICABLE, SEA COMPETENTE PARA RESOLVERLO. 
  

 

De los artículos 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 
de junio de 2011, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se 
advierte que el Estado Mexicano reconoce a la protección judicial como uno de los 
derechos fundamentales integrantes del sistema jurídico nacional, que se traduce 
en que toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido, o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los Jueces o los tribunales competentes que la ampare 
contra actos que vulneren sus derechos fundamentales. Luego, si la Constitución 
Política y los tratados que están de acuerdo con ella, entre otros, constituyen la 
Ley Suprema de toda la Unión, en términos del artículo 133 constitucional, es 
inconcuso que todas las autoridades de nuestro país, incluidos, desde luego, los 
órganos pertenecientes al Poder Judicial de la Federación, se encuentran 
jurídicamente constreñidas a respetar y hacer cumplir el derecho humano relativo 
a la protección judicial efectiva. En tal virtud, cuando en un juicio de amparo se 
decreta la improcedencia de la vía constitucional, ya sea por considerarse que el 
acto reclamado no reviste la característica de acto de autoridad o porque exista un 
medio de defensa que debió agotarse previamente a la propia vía constitucional, 
los juzgadores de amparo no deben limitar su actuación a resolver el juicio de su 
conocimiento, sino que, además, deben remitir el asunto a la autoridad que, 
conforme a la legislación aplicable, resulte competente para resolver el caso de 
que se trate. Esto significa, en otras palabras, que si bien con la ejecutoria de 
garantías concluye el juicio respectivo, ello de ninguna manera implica la 
terminación de la instancia ejercitada por el quejoso, pues, en atención a lo 
previsto por los citados numerales, los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial 
de la Federación -Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito-, deben garantizar 
que al quejoso se le resuelva la pretensión inicialmente externada en la demanda 
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de amparo, lo que se cumple cuando, después de resuelto el juicio de garantías, se 
ordena enviar el negocio a la autoridad competente para tal efecto. Con ese 
proceder se cumple con el compromiso que el Estado Mexicano asumió no sólo de 
garantizar que la autoridad competente decida sobre los derechos de toda persona 
que haga valer algún recurso, sino también de desarrollar las posibilidades de 
recurso judicial, y garantizar el cumplimiento de toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso relativo. 
  

 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
TERCERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 

 

Amparo en revisión 980/2011. Horacio Barba Padilla. 14 de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretaria: Karla 
Lizet Rosales Márquez. 

Amparo en revisión 995/2011. Víctor Blanco Hernández. 14 de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretaria: Karla 
Lizet Rosales Márquez. 

Amparo en revisión 977/2011. Elizabeth Corona Mendoza. 5 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretario: Jesús 
Alberto Ávila Garavito. 

Amparo en revisión (improcedencia) 61/2012. Jorge Antonio Estrada López. 
19 de enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. 
Secretaria: Karla Lizet Rosales Márquez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1677 
  

 

AERÓDROMOS. NO PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN CONTRA DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE LICITACIÓN PARA CONTINUAR CON SU 
FUNCIONAMIENTO, POR AFECTAR EL INTERÉS SOCIAL Y EL ORDEN PÚBLICO. 
  

 

En tratándose de actos relacionados con el procedimiento administrativo de 
licitación, para el otorgamiento o adjudicación de la concesión federal a fin de 
continuar con el funcionamiento de un aeródromo, es improcedente conceder la 
suspensión, en virtud de que no se satisfacen los requisitos del artículo 124, 
fracción II, de la Ley de Amparo, puesto que de concederse la medida cautelar de 
dichos actos sí se afectaría el interés social y el orden público, porque la sociedad 
se encuentra interesada en que no se interrumpa la prestación de los servicios en 
las vías generales de comunicación, y que éstos sean prestados en forma eficiente 
por personas autorizadas, capacitadas y suficientes para ello, así como que haya 
competitividad y seguridad en los transportes, específicamente en tratándose de 
transportes aéreos, por lo que si bien es cierto que con la negativa de la 
suspensión provisional se puede causar al quejoso un perjuicio en su esfera 
jurídica, incluso de tipo económico, también lo es que ese interés individual o 
particular no puede estar por encima del interés social y el orden público 
existentes en la impostergable necesidad de que se continúe con la prestación de 
los servicios aeroportuarios, a partir del inicio del procedimiento administrativo de 
licitación respectivo, dada la relevancia e importancia social que representa su 
prestación que no puede paralizarse ni aun asomándose a la apariencia del buen 
derecho y al peligro en la demora, porque la naturaleza y trascendencia social de 
esa clase de servicios relacionados con el tráfico aéreo, son de tal envergadura que 
no puede impedirse en forma alguna su prestación. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 

Queja 3/2012. Operadora de Aeropuertos Internacionales, S.A. de C.V. 5 de 
enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Higuera Corona. Secretaria: 
María de Lourdes de la Cruz Mendoza. 

Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, página 2246; se publica nuevamente con 
la modificación que el propio tribunal ordena sobre la tesis originalmente enviada. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1678 
  

 

AEROPUERTO. PRESTADORES DE SERVICIOS, TRANSPORTISTAS U OPERADORES 
AÉREOS, ES LEGAL LA NOTIFICACIÓN PRACTICADA CON SUS EMPLEADOS, 
AUNQUE TENGAN CREDENCIAL QUE EXPIDA EL CONCESIONARIO DEL PROPIO 
AEROPUERTO PORQUE DEMUESTRA SU RELACIÓN CON AQUÉLLOS. 
  

 

El artículo 158 del Reglamento de la Ley de Aeropuertos establece que todo 
prestador de servicios, transportista u operador aéreo será responsable de 
registrar, ante el concesionario o permisionario, a sus empleados o vehículos que 
requiere tengan acceso al aeródromo, a fin de que se les proporcione la 
identificación respectiva o se les dé de alta, según corresponda, pero esta 
circunstancia no implica que todas las personas que portan gafete expedido por la 
administradora del aeropuerto respectivo sean empleados de ésta, ya que es sólo 
un mecanismo de control, y si la diligencia de notificación se lleva a cabo con uno 
de ellos en el local de la parte interesada, es legal, porque debe presumirse que es 
empleado de la prestadora de servicios o de quien solicitó la expedición de la 
credencial a la concesionaria, para tener acceso a las instalaciones del aeropuerto. 
  
 TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 642/2011. Administradora Mexiquense del Aeropuerto 
Internacional de Toluca. 17 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretaria: Valery Palma Campos. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1702 
  

 

AUMENTO DE VALOR Y MEJORÍA ESPECÍFICA DE LA PROPIEDAD. LOS ARTÍCULOS 
41 BIS-17 Y 41 BIS-18, DE LA LEY DE HACIENDA PARA LOS MUNICIPIOS DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN, SON VIOLATORIOS DEL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA, AL ESTABLECER COMO BASE GRAVABLE DE LA 
CONTRIBUCIÓN, EL COSTO TOTAL DE LA OBRA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN EL AÑO 
DOS MIL NUEVE). 
  

 

El estudio de la proporcionalidad del denominado impuesto sobre aumento de 
valor y mejoría específica de la propiedad, previsto en los artículos 41 Bis-9 a 41 
Bis-26, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Nuevo León, en 
vigor durante el año dos mil nueve, dada su naturaleza, debe realizarse conforme 
lo previó el legislador; esto es, como una contribución de mejoras; y, por tanto, 
debe gravar únicamente el aumento de valor de la propiedad beneficiada con la 
obra pública. En este sentido, si los artículos en cita, prevén que el impuesto se 
calculará tomando en cuenta el costo de la obra por derramar y establecen como 
fórmula, la división entre los contribuyentes, es claro que se viola el artículo 31, 
fracción lV, de la Constitución Federal, pues el impuesto no repercute en el hecho 
imponible -aumento de valor del inmueble-, sino en un elemento ajeno a éste; a 
saber, el costo total de la obra pública. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 165/2009. Manuel Camelo Hernández. 10 de diciembre 
de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo R. Ríos Vázquez. Secretaria: Ana 
María Chibli Macías. 

Amparo en revisión 244/2009. Parque Industrial Apodaca, S.A. de C.V. 12 de 
febrero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo López Pérez. Secretario: 
Luis Alberto Mata Balderas.  

Amparo en revisión 218/2010. Industrias del Álcali, S.A. de C.V. 7 de octubre 
de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. 
Secretario: Ricardo Iván Hinojosa Santos. 

Amparo en revisión 303/2010. 19 de enero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: Ana María Chibli Macías. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1703 
  

 

AUTORIDAD QUE COMPARECE AL JUICIO DE AMPARO EN REPRESENTACIÓN DE 
LA RESPONSABLE. DEBE JUSTIFICAR TAL FACULTAD, INVOCANDO LA DISPOSICIÓN 
LEGAL QUE SE LA OTORGUE. 
  

 

El artículo 19, primer párrafo, de la Ley de Amparo, antes de su reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 16 de agosto de 2005, establecía: "... Las 
autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, 
pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a 
las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan 
promociones.", con lo cual queda claro que dicha disposición prohibía 
expresamente la representación de las responsables en el amparo. Sin embargo, 
con motivo de la reforma publicada en el señalado medio de difusión el 17 de abril 
de 2009, la indicada porción normativa del citado numeral establece: "Las 
autoridades responsables podrán ser representadas en todos los trámites dentro 
del juicio de amparo en los términos de las disposiciones aplicables. Asimismo, por 
medio de oficio, podrán acreditar delegados para que hagan promociones, 
concurran a las audiencias, rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los 
incidentes y recursos previstos en esta ley."; lo que significa que a partir de que 
entró en vigor esta última modificación se eliminó aquella restricción. Por ende, la 
autoridad que comparezca al juicio de amparo en representación de la 
responsable, debe justificar tal facultad invocando la disposición legal que se la 
otorgue; de lo contrario, no se le puede reconocer la calidad con que se ostente. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 480/2011. Inmobiliaria y Constructora 
Daroel, S.A. de C.V. 8 de diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Carreón Hurtado. Secretario: Ernesto Fernández Rodríguez. 
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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. ES ILEGAL EL REQUERIMIENTO FORMULADO 
PARA QUE SE PROPORCIONEN DATOS NO INDISPENSABLES PARA INICIAR LA 
TRAMITACIÓN DEL JUICIO. 
  

 

De acuerdo con la teoría general del proceso toda demanda debe reunir ciertos 
requisitos esenciales, los que permiten al Juez, a la demandada y, en caso de 
existir, al tercero perjudicado, conocer con precisión cuál es la materia de la 
impugnación, a fin de que el primero esté en posibilidad de analizar lo que se 
reclama, la segunda de hacer valer excepciones y defensas y, al tercero, de hacer 
las manifestaciones que estime convenientes. Así, en toda demanda debe 
expresarse la persona que pide, la cosa que se demanda, la acción que se ejerce, la 
persona o sujeto contra quien se reclama y el hecho o fundamento del que emana 
la acción, ya que si tales datos no se plantean con claridad, no podría tramitarse el 
proceso. En este sentido, el juicio de amparo comparte algunas de las 
características de la teoría general del proceso en lo atinente a la presentación de 
la demanda de garantías, pues al respecto, el numeral 116 de la ley relativa 
enumera los requisitos que debe reunir la petición de amparo. De éstos, resultan 
esenciales, en todos los casos: a) el nombre del quejoso (persona que pide); b) la 
autoridad o autoridades responsables (sujeto de la reclamación); y, c) la ley o acto 
que se reclame (cosa que se demanda). Los datos enunciados son esenciales para 
dar trámite a la demanda de garantías, ya que su ausencia impide al juzgador 
conocer la información necesaria para analizar lo solicitado y comunicarlo a los 
interesados, lo que no ocurre con datos secundarios, como puede ser, la fecha de 
notificación del acto reclamado, que aunque resulta útil para resolver, no es 
necesaria para iniciar el trámite del juicio de amparo. Por ende, en los casos en que 
la demanda sea oscura por deficiencia vinculada con un requisito sustancial, el Juez 
deberá prevenir al quejoso para que la aclare, conforme a la facultad que le 
confiere el artículo 146 de la Ley de Amparo y apercibirlo con tener por no 
interpuesta la demanda para el caso de desacato. De ahí que la omisión de atender 
el requerimiento para que se proporcionen datos que no sean indispensables para 
iniciar el trámite de ese juicio constitucional, no puede conducir a la consecuencia 
procesal referida y, por tanto, dicho requerimiento es ilegal. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 

 
Amparo en revisión 571/2011. Martín Murillo Fraustro. 21 de octubre de 

2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: 
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Ramón Lozano Bernal. 
Amparo en revisión 640/2011. "Nycsa", S.A. de C.V. 2 de diciembre de 2011. 

Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Pedro 
Hermida Pérez. 
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DERECHO HUMANO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL EFECTIVA. LA IMPROCEDENCIA 
DE LA VÍA CONSTITUCIONAL NO DEBE TRASCENDER EN DENEGAR UNA SOLUCIÓN 
A LA PRETENSIÓN PLANTEADA EN UNA DEMANDA DE AMPARO, SINO QUE PARA 
RESOLVER LO CONDUCENTE, LA AUTORIDAD COMPETENTE DEBE TENER EN 
CUENTA LA FECHA EN QUE SE INSTÓ DICHA VÍA, Y REQUERIR A LA QUEJOSA 
PARA QUE ADECUE SU DEMANDA A LAS DIRECTRICES Y LINEAMIENTOS QUE 
RIJAN EL RECURSO O MEDIO DE DEFENSA RESPECTIVO. 
  

 

Cuando en un juicio de amparo se decreta la improcedencia de la vía 
constitucional, los juzgadores de garantías no deben limitar su actuación a resolver 
el juicio de su conocimiento, sino que, además, tienen el deber de enviar el asunto 
correspondiente a la autoridad que, conforme a la legislación aplicable, resulte 
competente para resolver el caso concreto, en términos de los artículos 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conforme a los cuales el 
Estado Mexicano reconoce a la protección judicial como uno de los derechos 
fundamentales integrantes del sistema jurídico nacional, que se traduce en que 
toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido, o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los Jueces o los tribunales competentes, que le amparen 
contra actos que vulneren sus derechos fundamentales. Ante tal evento, la 
autoridad competente para resolver el recurso o medio de defensa de que se trate, 
no sólo deberá tener en cuenta la fecha en que la quejosa instó la vía 
constitucional de amparo, con las consecuencias inherentes a ello, sino que 
también deberá requerirla para que adecue la demanda inicial a las directrices y 
lineamientos del procedimiento que rija al recurso o medio de defensa respectivo 
y, hecho lo anterior, resolver lo que en derecho proceda en el momento procesal 
oportuno, pues sólo así podrá garantizarse el derecho humano a la protección 
judicial efectiva. 
  

 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
TERCERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 

 Amparo en revisión 980/2011. Horacio Barba Padilla. 14 de diciembre de 
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2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretaria: Karla 
Lizet Rosales Márquez. 

Amparo en revisión 995/2011. Víctor Blanco Hernández. 14 de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretaria: Karla 
Lizet Rosales Márquez. 

Amparo en revisión 977/2011. Elizabeth Corona Mendoza. 5 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretario: Jesús 
Alberto Ávila Garavito. 

Amparo en revisión (improcedencia) 61/2012. Jorge Antonio Estrada López. 
19 de enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Rosales Sánchez. 
Secretaria: Karla Lizet Rosales Márquez. 
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DERECHO HUMANO DE PROTECCIÓN JUDICIAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. CON EL 
OBJETO DE TUTELARLO Y A PARTIR DE UNA INTERPRETACIÓN PRO 
PERSONAE O PRO HOMINE DEL ARTÍCULO 23 DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE, EL TÉRMINO PARA PROMOVER EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN LA VÍA SUMARIA, DEBE 
DUPLICARSE SI LA AUTORIDAD FISCAL INFORMA INEXACTAMENTE AL 
CONTRIBUYENTE, EN LA RESOLUCIÓN QUE LE NOTIFICA, QUE DISPONE DEL 
DIVERSO RELATIVO A LA VÍA ORDINARIA. 
  

 

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece la obligación de analizar el contenido y alcance de los derechos humanos 
a partir del principio pro personae o pro homine. Por su parte, el ordenamiento 
jurídico mexicano, con el objeto de asegurar la accesibilidad a los recursos 
efectivos que garanticen el derecho humano de protección judicial contenido en el 
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé en el 
artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente la obligación de las 
autoridades fiscales de indicar al particular, al notificarle los actos que emitan, el 
término con que cuenta para la interposición de los medios de defensa a través de 
los cuales puede combatirlos, entre otros elementos que debe informarle, e indica 
como consecuencia normativa para el caso de que en la resolución 
correspondiente se omita tal señalamiento, que los contribuyentes contarán con el 
doble del término que establecen las disposiciones legales para interponer, según 
el caso, el recurso administrativo o el juicio contencioso administrativo federal. Por 
tanto, si la autoridad fiscal asienta en forma inexacta en el acto notificado que el 
contribuyente, para promover el juicio de nulidad, dispone del término de 
cuarenta y cinco días que prevé el artículo 13 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, relativo al procedimiento ordinario, a pesar de que la 
vía procedente sea la sumaria, dado el importe de la resolución en cuestión, y que 
en consecuencia el término que en realidad deba observarse en el caso particular 
sea el diverso de quince días previsto en el artículo 58-2 del propio ordenamiento 
legal; debe concluirse, efectuando la interpretación del invocado artículo 23 de la 
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente que más beneficie al particular en 
relación con la tutela del derecho humano de protección judicial, que el proceder 
irregular de la autoridad fiscal implica una afectación al gobernado de idéntico 
alcance al de haber omitido en su totalidad informarle sobre cuáles son los medios 
de defensa de que dispone para combatir tales actos y el término legal para 
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hacerlos valer, pues en ambas hipótesis el proceder de la autoridad opera en 
detrimento de la accesibilidad del recurso, por lo que debe aplicarse la 
consecuencia prevista en esta última norma legal y tomar en consideración, para 
determinar la oportunidad de la demanda de nulidad, el término de treinta días, 
derivado de la duplicación del lapso de quince que prevé el citado artículo 58-2 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 4/2012. Begoña Isabel Pandal Fernández. 14 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. 
Secretario: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez. 
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EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. EL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN IV, PÁRRAFOS 
SEGUNDO Y TERCERO, DE LA LEY RELATIVA, AL OBLIGAR A LOS EXPORTADORES A 
ACUMULAR COMO UN INGRESO EL MONTO DE LAS EXPORTACIONES BAJO EL 
CRITERIO DE "DEVENGADO", NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. 
  

 

La tesis P. LXXXIV/2010, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIII, enero de 2011, página 30, de rubro: "EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. EL 
ARTÍCULO 3, FRACCIÓN IV, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, AL DISPONER QUE LOS EXPORTADORES DE BIENES Y SERVICIOS 
ACUMULARÁN INGRESOS BAJO EL CRITERIO DE ‘DEVENGADO’ SI EN EL PLAZO DE 
12 MESES NO LOS OBTIENEN DE MANERA EFECTIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2008).", constituye un criterio orientador para colegir que el artículo 3, fracción IV, 
párrafos segundo y tercero, de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única no 
viola el principio de proporcionalidad tributaria, pues aun cuando bajo el 
denominado criterio de "devengado", obliga a los exportadores a acumular como 
un ingreso el monto de las exportaciones, sin importar que no hayan percibido 
realmente el numerario relativo al pago de la contraprestación, lo cierto es que en 
el artículo 5, fracción X, de la propia ley está regulada la previsión que les otorga el 
derecho a deducir la cantidad que como ingreso hubieran acumulado y las 
erogaciones indispensables para producir o comercializar los bienes 
correspondientes, con lo que se neutraliza la afectación que pudieran sufrir los 
contribuyentes, al ubicarse en los referidos supuestos de entero del impuesto sin 
existir incremento real en su patrimonio, es decir, en dicho ordenamiento está 
suficientemente garantizado un sistema que atiende a la real capacidad 
contributiva de los sujetos obligados a la tributación. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 215/2011. Cámara de Senadores y otro. 24 de noviembre 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Xóchitl Guido Guzmán. Secretario: Jorge 
Vladimir Osorio Acevedo. 
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JUICIO DE AMPARO. ACORDE CON EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL, PROCEDE NO OBSTANTE QUE LA LEY DE LA MATERIA AÚN NO 
SE HAYA AJUSTADO AL CONTENIDO DE LAS REFORMAS AL ARTÍCULO 103, 
FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, QUE ENTRARON EN VIGOR EL 
CUATRO DE OCTUBRE DE DOS MIL ONCE, RELATIVAS A LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. 
  

 

Si bien es cierto que la reforma al artículo 103, fracción I, de la Constitución 
Federal -en vigor a partir del cuatro de octubre de dos mil once- amplió la 
competencia de los tribunales de la Federación para que conozcan de 
controversias que se susciten por normas generales, actos u omisiones de la 
autoridad que violen "derechos humanos reconocidos" y garantías otorgadas por 
la Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano es parte, también lo es que la Ley de Amparo no ha sido modificada 
acorde con la reforma constitucional mencionada; sin embargo, ello no significa 
que el juicio de garantías resulte improcedente, en razón de que su regulación 
deberá respaldarse en el contenido de la ley reglamentaria de mérito, atendiendo, 
desde luego, al principio de supremacía constitucional que debe imperar en el 
sistema jurídico mexicano y a una interpretación conforme, extensiva y progresiva 
del precepto constitucional en cuestión, lo que permite concluir que no existe 
laguna legal, pues el texto establecido en la ley de la materia deberá adecuarse y 
ajustarse al contenido de la Constitución Federal y, por ello, la Ley de Amparo 
sigue rigiendo ajustándose a las disposiciones constitucionales. Así las cosas, todas 
aquellas partes que en la citada ley se refieran a garantías individuales, deberán 
entenderse ahora referidas a los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución y los tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano, de 
todo lo cual se sigue que sí hay una regulación normativa del juicio de amparo, que 
debe interpretarse extensivamente dentro de un sistema garantista y protector de 
derechos humanos. 
  
 TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 925/2011. Raquel Bulos Mireles. 28 de noviembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Ortega Castro. Secretario: Gilberto 
Rodríguez Chávez. 
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JURISPRUDENCIA QUE DECLARA LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA 
GENERAL. SU OBSERVANCIA POR LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES ES 
OBLIGATORIA SIEMPRE QUE LA APLICACIÓN DE LA DISPOSICIÓN RELATIVA HAYA 
SIDO MATERIA DE LA LITIS EN EL JUICIO NATURAL. 
  

 

El Tribunal Constitucional de México ha establecido en diversos precedentes que la 
aplicación de ese tipo de jurisprudencia constituye un deber para las autoridades 
jurisdiccionales, aunque ésta no se invoque por las partes en el juicio, al tenor de la 
observancia extensiva del principio de suplencia de la queja que rige en el amparo, 
tratándose de leyes declaradas inconstitucionales. Empero, esa obligación se 
encuentra condicionada a que la aplicación de la hipótesis normativa respectiva 
haya formado parte de la litis del juicio relativo, esto es, que las partes hayan 
sustentado sus pretensiones en la observancia o inobservancia de la norma general 
en cuestión. Por consiguiente, el juzgador natural no debe aplicar oficiosamente 
una jurisprudencia de esa naturaleza cuando el tema de que trata no haya sido 
materia de los hechos de la demanda o de su ampliación, constitutivos del ejercicio 
de la acción, o de los hechos o excepciones de las contestaciones respectivas; de lo 
contrario afectaría las defensas de alguna de las partes al introducir cuestiones que 
no se relacionan con lo planteado y probado por éstas. 
  

 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión fiscal 460/2010. Administrador Local Jurídico del Oriente del Distrito 
Federal. 19 de enero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés 
Galván. Secretario: Gabriel Regis López. 

Revisión fiscal 259/2011. Subadministradora, en suplencia por ausencia del 
administrador, ambos de la Administración Local Jurídica del Norte del Distrito 
Federal, este último en representación del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad 
demandada. 18 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés 
Galván. Secretario: Edgar Genaro Cedillo Velázquez. 

Revisión fiscal 399/2011. Subadministrador, en suplencia por ausencia del 
Administrador Local Jurídico del Norte del Distrito Federal, este último en su 
carácter de autoridad demandada y en representación del Secretario de Hacienda 
y Crédito Público y del Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 20 de julio de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés Galván. Secretario: Federico 
Escutia Kobe. 

Nota: La tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 5, enero de 2012, página 
4490, se publica nuevamente con la clave o número de identificación correcto. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1822 
  

 

OBJECIÓN DE FALSEDAD DE DOCUMENTOS. EL TRIBUNAL COLEGIADO QUE 
CONOZCA DEL RECURSO DE REVISIÓN PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA 
DEFINITIVA CORRESPONDIENTE, DEBE ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO SI ADVIERTE QUE AQUÉLLA SE ADMITIÓ Y TRAMITÓ ANTES DE 
LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. 
  

 

De las jurisprudencias por contradicción de tesis P./J. 22/2000 y 1a./J. 86/2006, 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomos XI, marzo de 2000 y XXV, febrero de 2007, páginas 24 y 433, de los rubros: 
"DOCUMENTOS. SU OBJECIÓN PUEDE FORMULARSE ANTES O EN EL MOMENTO DE 
LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL." y "OBJECIÓN DE 
DOCUMENTOS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 153 DE LA LEY DE AMPARO. PARA 
LA SUSTANCIACIÓN DEL INCIDENTE EL JUEZ DE DISTRITO DEBE SUSPENDER LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, YA SEA QUE AQUÉLLA SE FORMULE ANTES O EN EL 
MOMENTO DE SU CELEBRACIÓN.", respectivamente, así como de sus ejecutorias, 
se advierte que: las pruebas deben ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio 
de garantías, con excepción de la documental que puede ofrecerse con 
anterioridad; la objeción de documentos puede plantearse en cualquier momento, 
antes de que se verifique dicha audiencia (en cuyo caso sólo debe tenerse por 
manifestada la objeción), o bien, al celebrarse; es en la fase de pruebas cuando se 
reciben los medios de convicción que las partes propusieron, debiendo relacionar 
invariablemente la prueba documental y su objeción; si la prueba objetada no se 
admite, no se abrirá incidente para su desahogo; que si la documental objetada se 
admite, el Juez debe suspender la audiencia constitucional, para reanudarla dentro 
de los diez días siguientes, a fin de dar oportunidad a las partes de presentar 
pruebas y contrapruebas relativas a la falsedad o autenticidad del documento 
objetado, resolviendo en la sentencia sobre la objeción planteada; y, si la objeción 
de documentos se hace antes de la celebración de la audiencia constitucional, no 
deben admitirse ni desahogarse pruebas y contrapruebas relacionadas a la 
autenticidad del documento, al no existir en la Ley de Amparo precepto que 
prevea la sustanciación del incidente de objeción de documentos antes de la 
celebración de la audiencia de ley. Por tanto, la admisión y tramitación de la 
objeción de falsedad de documentos planteada por una de las partes, antes de la 
celebración de la audiencia constitucional, violan las reglas fundamentales que 
norman el procedimiento del juicio de amparo, ya que el artículo 153 de la ley de 
la materia es claro al establecer que es al verificarse dicha audiencia en donde 
deben relacionarse la prueba documental y su objeción; y de no proceder el Juez 
Federal en tales términos, infringe las reglas fundamentales que norman el 
procedimiento en el juicio constitucional, al crear un procedimiento no establecido 
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en la Ley de Amparo, lo cual obliga al Tribunal Colegiado que conozca de la revisión 
de la sentencia definitiva correspondiente, a revocar dicha sentencia y 
encomendar al Juez a quo que reponga el procedimiento, para el efecto de que 
señale una nueva fecha para celebrar la audiencia constitucional, y en ella proceda 
en términos del citado numeral 153. 
  
 PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 212/2011. 13 de julio de 2011. Mayoría de votos. 
Disidente: Rosa María Temblador Vidrio. Ponente: Eric Roberto Santos Partido. 
Secretario: Ignacio Valle Oropeza. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1825 
  

 

ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. LOS ARTÍCULOS 52, 
53 Y 84, FRACCIÓN VI, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, QUE FACULTAN A LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO PARA EMITIR REGLAS DE 
CARÁCTER GENERAL SOBRE LA CONTABILIDAD, INFORMACIÓN FINANCIERA Y 
TODO LO RELATIVO AL GIRO DE LAS CASAS DE CAMBIO, NO CONTRAVIENEN LOS 
ARTÍCULOS 72, INCISO H, 73, FRACCIÓN X Y 89, FRACCIÓN I, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
  

 

Los artículos 52, 53 y 84, fracción VI, de la Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, que otorgan a la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores facultades para emitir reglas de carácter general relacionadas con la 
contabilidad, los libros y los documentos correspondientes y los plazos en que 
deban ser conservados; con la forma y los términos en que las organizaciones 
auxiliares del crédito deberán presentar y publicar sus estados financieros 
mensuales y anuales, y con la información de los estados de contabilidad, 
información financiera y todo lo relacionado con el giro de las casas de cambio, 
respectivamente, no contravienen los artículos 72, inciso H, 73, fracción X y 89, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en 
ejercicio de la facultad de legislar en materia de servicios financieros, el Congreso 
de la Unión puede autorizar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), 
como órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP), para expedir reglas operativas en materia que concierne a las instituciones 
auxiliares de crédito, como las llamadas "casas de cambio". Lo anterior se justifica 
en la medida en que el Poder Legislativo no suele ocuparse de los detalles técnico-
operativos surgidos en el funcionamiento de la administración pública; de ahí que 
resulte apropiado que los integrantes de ésta, conforme al artículo 90 
constitucional, cuenten con las atribuciones necesarias para dar agilidad, 
prontitud, firmeza y precisión a los actos de aplicación de la ley específica. Además, 
las autorizaciones legales conferidas para dictar reglas técnico-operativas de 
observancia general en su ramo no constituyen actos delegatorios de facultades 
del Congreso de la Unión, puesto que éste no se despoja a sí mismo de una 
facultad propia, sino que asigna directamente a un órgano de la administración 
pública federal una tarea operativa para facilitar la aplicación de una ley específica 
dentro de su campo de acción. Es decir, las mencionadas reglas generales 
administrativas corresponden a la categoría de ordenamientos que no son 
legislativos ni de índole reglamentaria, sino que son cuerpos normativos sobre 
aspectos técnicos y operativos en materias específicas, de suerte que su 
expedición no pugna con la facultad reglamentaria del presidente de la República, 
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prevista en el indicado artículo 89, fracción I. 
  

 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 620/2011. Intercam Casa de Cambio, S.A. de C.V. 13 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretario: Jorge Alberto Ramírez Hernández. 

Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para 
integrar jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo 
Primero, Título Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de 
marzo de dos mil tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación 
de las tesis que emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la 
verificación de la existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la 
Suprema Corte. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1838 
  
 PRINCIPIO PRO HOMINE. SU CONCEPTUALIZACIÓN Y FUNDAMENTOS. 
  

 

En atención al artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, adicionado mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, las normas en materia de 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Carta Magna y con los 
tratados internacionales de la materia, procurando favorecer en todo tiempo a las 
personas con la aplicación más amplia. Dicho precepto recoge de manera directa el 
criterio o directriz hermenéutica denominada principio pro homine, el cual 
consiste en ponderar ante todo la fundamentalidad de los derechos humanos, a 
efecto de estar siempre a favor del hombre, lo que implica que debe acudirse a la 
norma más amplia o a la interpretación extensiva cuando se trate de derechos 
protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida, 
cuando se trate de establecer límites para su ejercicio. Asimismo, en el plano del 
derecho internacional, el principio en mención se encuentra consagrado en los 
artículos 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 5 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, publicados en el Diario Oficial de la 
Federación, de manera respectiva, el siete y el veinte de mayo de mil novecientos 
ochenta y uno. 
  
 TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 402/2011. Guadalupe Edith Pérez Blass. 19 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Franco Luna. Secretario: Salvador 
Obregón Sandoval. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1893 
  

 

QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE AMPARO. LA 
DIRECTORA DEL PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO DE PUEBLA ESTÁ LEGITIMADA 
PARA INTERPONER ESE RECURSO CUANDO ES SEÑALADA COMO AUTORIDAD 
RESPONSABLE. 
  

 

De acuerdo con lo establecido en los artículos 95, fracción I y 96 de la Ley de 
Amparo, el recurso de queja es procedente contra los autos dictados por los Jueces 
de Distrito que admitan demandas notoriamente improcedentes, el cual podrá ser 
interpuesto por cualquiera de las partes, entre las que se encuentran las 
autoridades señaladas como responsables, de conformidad con el numeral 5o., 
fracción II, del mismo ordenamiento legal. Ahora bien, atendiendo a que la 
legitimación es la condición de las personas que promueven una acción o se 
defienden de la que ha sido intentada contra ellas, se concluye que la Directora del 
Periódico Oficial del Estado de Puebla está legitimada para interponer dicho 
recurso cuando la parte quejosa la señala en su demanda de garantías como 
autoridad responsable, en virtud de que la sola admisión de la demanda, que 
estima improcedente, la faculta para interponer el recurso de queja, debido a que 
puede causarle una lesión o afectación en la causa, independientemente si el acto 
que le fue atribuido no se combate por vicios propios, pues tal admisión de la 
demanda de amparo origina la obligación de rendir su informe justificado así como 
de exhibir las constancias correspondientes, de acuerdo a lo establecido en el 
diverso 149 de la citada ley, el cual en su párrafo cuarto prevé que en caso de 
incumplimiento, pudiera ser acreedora a la imposición de una multa. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
 
 

Queja 4/2012. Coordinador General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de 
Transportes del Estado de Puebla, en representación del titular de dicha Secretaría 
y otras. 29 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez 
Espinoza. Secretario: Álvaro Lara Juárez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1894 
  

 

QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE AMPARO. ES 
IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA EL AUTO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
NIEGA EL USO DE CÁMARA FOTOGRÁFICA PARA REPRODUCIR LAS CONSTANCIAS 
DEL EXPEDIENTE. 
  

 

La fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo contiene requisitos de 
procedibilidad del recurso de queja, entre otros, que se interponga contra las 
resoluciones que dicten los Jueces de Distrito durante la tramitación del juicio de 
amparo que, por su naturaleza transcendental y grave, puedan causar un daño o 
perjuicio a alguna de las partes no reparable en la sentencia definitiva, siempre 
que no sean impugnables mediante la revisión; de ahí que el auto que niega el uso 
de cámara fotográfica para reproducir las constancias del expediente no puede 
considerarse como una determinación que encuadra en la indicada hipótesis, por 
lo que en su contra es improcedente el mencionado recurso, en tanto que el 
impetrante de garantías cuenta también con el uso de grabadoras o lectores 
ópticos para reproducir lo solicitado. 
  

 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 

Queja 94/2011. Ar Patrimonio Alto Nivel, S.A. de C.V. 1 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Silvia Martínez 
Aldana. 
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RENTA. LA INTERPRETACIÓN QUE ATENTO AL PRINCIPIO PRO HOMINE O PRO 
PERSONAE SE HAGA DEL ARTÍCULO 17, SEGUNDO PÁRRAFO, PARTE FINAL DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO LLEGA AL EXTREMO DE ESTABLECER 
VERDADEROS SUPUESTOS DE EXENCIÓN TRIBUTARIA QUE CARECEN DE 
SUSTENTO LEGAL. 
  

 

La interpretación más amplia o extensiva que atento al principio pro homine o pro 
personae se haga en beneficio del gobernado al artículo 17, segundo párrafo, parte 
final, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, conlleva a establecer que cualquier 
revaluación de activos o capital no constituye un ingreso para efectos de ese 
tributo, pues sólo obedece a la actualización contable del valor de éstos a fin de 
reflejar su valor real; sin embargo, en aras de dicha interpretación no es dable 
llegar al extremo de constituir un verdadero supuesto de exención de pago del 
impuesto sobre la renta para el caso de la venta, arrendamiento o explotación 
comercial de cualquier activo previamente revaluado en la contabilidad de las 
personas morales, lo que dejaría injustificadamente fuera del pago del tributo a 
verdaderas situaciones jurídicas que ciertamente incrementan positivamente el 
patrimonio de las personas, además de que contravendría los supuestos de 
sujeción del mencionado tributo previstos por el legislador en el artículo 17, primer 
párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en la inteligencia de que el alcance 
que se otorgue a la norma mencionada a fin de privilegiar la interpretación más 
favorable al gobernado, debe buscar también su integración con el sistema 
normativo en que se ubica, esto es, evitar la interpretación que haga 
incongruentes las normas con el orden jurídico del que forman parte con el objeto 
de no vulnerar el derecho fundamental de seguridad jurídica de los gobernados 
conforme al cual, es sólo al legislador a quien corresponde el establecimiento 
expreso de exenciones tributarias. Asimismo, se estima que interpretando con 
esos alcances el mencionado artículo 17, segundo párrafo, parte final, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, se atiende a la finalidad prevista en los artículos 4 y 6 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el doce de mayo de mil novecientos ochenta y uno, 
consistente en promover el bienestar general de una sociedad democrática, dado 
que para ello es necesario que en la materia tributaria exista un equilibrio entre la 
obligación de los gobernados de aportar al gasto público y la facultad impositiva 
del Estado, pues la hipótesis de causación del impuesto sobre la renta en 
supuestos como el que se analiza, que representan una verdadera modificación 
positiva en el patrimonio de los contribuyentes, tiene como finalidad recaudar el 
tributo tendente a satisfacer el gasto público en aras del beneficio colectivo, pero 
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sin impedir al gobernado la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo 
libremente escogido o aceptado, imponiendo sólo un gravamen a la obtención de 
los ingresos sin que éste sea confiscatorio de los bienes o percepciones monetarias 
del gobernado, ni le impida disfrutar del producto económico de esas actividades 
una vez pagado el impuesto. De ese modo, aun cuando se aduzca la interpretación 
más favorable del artículo 17, segundo párrafo, parte final, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, con la pretensión de no pagar ese tributo por la venta, 
arrendamiento o explotación comercial de cualquier activo previamente revaluado 
en la contabilidad de las personas morales, al efecto debe ponderarse dicha 
pretensión individual del contribuyente con la finalidad de destino al gasto público 
y de bienestar social, que persigue la recaudación del impuesto sobre la renta ante 
un incremento positivo en el patrimonio de las personas, siendo de mayor 
preeminencia el interés colectivo cuando en ese supuesto existen manifestaciones 
reales de capacidad contributiva en los gobernados. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 28/2012. 8 de marzo de 2012. Mayoría de votos. Disidente: 
José Eduardo Téllez Espinoza. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. 
Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 
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REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO INDIRECTO. DEBE ADMITIRSE SI A ATRAVÉS DE 
ESTE MEDIO EL QUEJOSO IMPUGNA LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN 
PRINCIPAL INTERPUESTO POR LAS AUTORIDADES RESPONSABLES CONTRA LA 
EJECUTORIA QUE LE CONCEDIÓ EL AMPARO, NO OBSTANTE QUE ÉL TAMBIÉN LO 
HAYA INTERPUESTO POR NO ESTAR DE ACUERDO CON SUS EFECTOS. 
  

 

Si bien es cierto que el recurso de revisión adhesiva es una figura prevista para la 
parte que en el juicio de amparo obtuvo sentencia favorable, también lo es que a 
través de este medio, el quejoso puede impugnar la procedencia del recurso de 
revisión principal interpuesto por las autoridades responsables contra la ejecutoria 
que le concedió el amparo, no obstante que él también lo haya interpuesto por no 
estar de acuerdo con sus efectos, al considerar que no debió concedérsele para 
efectos sino en forma plena, pues al promoverlo desconocía que las citadas 
autoridades interpondrían ese medio de impugnación, motivo por el cual, es hasta 
ese momento procesal que está en posibilidad de combatir la procedencia del 
recurso que interpongan las demás partes; de ahí que en ese supuesto debe 
admitirse el mencionado recurso de revisión adhesiva, porque, de declararlo 
improcedente y de resultar favorable la revisión principal de las autoridades 
responsables, se ocasionaría al quejoso un perjuicio en su esfera jurídica al 
coartarle su derecho de defensa. Lo anterior sin importar que los agravios que se 
formulen no robustezcan los argumentos en los que se apoyó el Juez de Distrito 
para otorgar el amparo, sino únicamente vayan encaminados a argumentar la 
improcedencia de la revisión a la que se adhiere, pues finalmente, también inciden 
en mantener el sentido de la revisión protectora de garantías. 
  
 SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Reclamación 9/2011. 13 de diciembre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Tereso Ramos Hernández. Secretario: Claudio Ojeda Pinacho. 

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
56/2012, pendiente de resolverse. 
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REVISIÓN EN AMPARO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA EL RECURSO RELATIVO 
INTERPUESTO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE CONTRA LA INTERLOCUTORIA 
QUE CONCEDE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, SI ÉSTA EJECUTÓ LOS ACTOS 
RESPECTO DE LOS CUALES SE CONCEDIÓ. 
  

 

Si la autoridad responsable ejecutó los actos respecto de los cuales se concedió la 
suspensión definitiva, se consiguió el objetivo último que pretendía alcanzar con la 
interposición del recurso de revisión en el amparo contra la interlocutoria que la 
concedió; por lo que al agotarse así la materia sobre la que recae dicho medio de 
defensa, no existe razón que justifique el análisis de la resolución impugnada ni de 
los agravios en su contra, lo que lleva a declararlo sin materia. 
  

 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 598/2011. Delegada del Secretario de 
Control Urbano e inspector, notificador y ejecutor de la mencionada Secretaría, 
ambos del Municipio de San Pedro Garza García, Nuevo León. 19 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. 
Secretaria: Marina Chapa Cantú. 
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SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. EL 
ARTÍCULO 17 DE LA LEY DEL INSTITUTO RELATIVO, AL DISPONER QUE EL SUELDO 
BÁSICO QUE SE TOMARÁ EN CUENTA PARA EFECTOS DEL CÁLCULO DE LA 
PENSIÓN JUBILATORIA SERÁ EL SUELDO DEL TABULADOR REGIONAL QUE PARA 
CADA PUESTO SE HAYA SEÑALADO, NO VIOLA EL ARTÍCULO 127, FRACCIÓN I, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
  

 

El artículo 127, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece el derecho de los servidores públicos a recibir una 
remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, 
cargo o comisión, la cual debe ser proporcional a sus responsabilidades. Por su 
parte, el artículo 17 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado dispone que el sueldo básico que se tomará en cuenta 
para efectos del cálculo de la pensión jubilatoria, será el sueldo del tabulador 
regional que para cada puesto se haya señalado. Así, se advierte que ambos 
preceptos regulan situaciones de diversa naturaleza, por lo que este último no 
viola la indicada norma constitucional, atento a que no puede limitar el derecho 
que ésta consigna para los trabajadores pensionados que hubieran desempeñado 
un cargo público, porque al cambiar su estatus de activo a situación de retiro, ya 
no existe un nexo laboral, como tampoco tienen el deber correlativo de cumplir 
con las obligaciones propias de las funciones del cargo o empleo que ocuparon. 
  

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL. 

 

Amparo directo 1028/2011. Virginia Espinosa Arenas. 18 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Andrea Zambrana Castañeda. Secretaria: Mirna 
Pérez Hernández.  

Amparo directo 17/2012. María de Lourdes Martínez Hernández. 24 de enero 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Andrea Zambrana Castañeda. Secretario: 
Roberto Carlos Moreno Zamorano. 

Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para 
integrar jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(2)
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=1&Clase=DetalleTesisEjecutorias
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=1&Clase=DetalleTesisEjecutorias


70 
 

Primero, Título Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de 
marzo de dos mil tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación 
de las tesis que emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la 
verificación de la existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la 
Suprema Corte. 
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